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FUNCIONES DEL CODIGO EN LA RECEPCION 
DE LA LEGISLACION POSTCONCILIAR 
JAVIER OTADUY 
Justifico la importancia de este tema por lo menos desde dos 
vertientes: una, inmediata, de utilidad práctica; otra, más general, 
de teoría de la norma. 
La razón práctica del interés de un estudio sobre la presencia de 
la legislación postconciliar en el nuevo Código me parece evidente: 
conviene elaborar cuanto antes una relación completa de las fuentes 
del Código, y, en este elenco, la legislación postconciliar va a ocupar 
un lugar de privilegio; es probable y deseable que esta labor la lleven 
a cabo los principales responsables de la codificación, pero mientras 
eso no suceda -y no sería extraño que hubiera que esperar aún cierto 
tiempo-, cualquier ayuda que se preste a los responsables oficiales 
de este trabajo será de gran valor. 
Pero hay también, como decía, una razón teórica, cuyo estudio 
implica un planteamiento de orden doctrinal y una actitud enjuicia-
dora y no meramente mecánica, como en el caso anterior. Veamos los 
términos en los que se presenta. 
La legislación postconciliar ha sido un banco de experiencias nor-
mativas. Indudablemente no ha sido sólo eso, porque su función pri-
mordial fue la estructuración jurídica de importantes parcelas de la 
vida de la Iglesia que precisaban un nuevo estatuto jurídico después 
del Concilio. Pero así como no cabe duda de que la legislación del 
postconcilio no subordinó esta función primordial a la experimenta· 
ción, parece también bastante claro que, como función subsidiaria, 
existió una voluntad experimental. 
Hay varios motivos que explican la aparición de esta legislación 
experimental o de circunstancias. En primer lugar lo que podríamos 
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llamar la causa objetiva: la falta de armonía existente entre el Código 
y el Concilio, y la conciencia que de esa inadecuación tenía el legisla-
doro En el fondo de todos los apresuramientos legislativos y experien-
cas jurídicas del postconcilio se encuentra la necesidad objetiva de 
un cambio de buen número de normas canónicas. 
A esta realidad objetiva se unía lo que podríamos llamar causa 
opelativa: la presión fáctica de un contexto eclesial particularmente 
vivo, que actuaba con la convicción de inaugurar una nueva era en 
la vida cristiana y que reclamaba un ajuste jurídico a nuevos mode-
los de comportamiento. 
Este tono ambiental, unido al cambio objetivo que el Concilio ha-
bía obrado, podría ya dar razón de una normativa que cubriera con 
cierto apresuramiento determinados sectores del ordenamiento canó-
nico. Pero el legislador se encontró, desde el comienzo de su quehacer, 
con un tercer factor; es lo que podríamos llamar la causa coyuntural: 
se estaba elaborando un nuevo Código. Esta tercera causa obró como 
una cláusula-límite de seguridad en el ánimo del legislador postcon-
ciliar, y facilitó la normativa experimental. La actitud del legislador 
frente a esta coyuntura podría formularse más o menos así: sean 
cuales fueren las normas emanadas durante estos años, la solución 
permanente, definitiva y con garantías spectabit ad Codicem, al que 
sí se le podrá exigir una precisión técnico-jurídica. 
Bien se puede ver que la confluencia de estos factores objetivos, 
ambientales yde coyuntura propiciaba una legislación de compromiso; 
se trataba nada menos que de unas normas que naCÍan asignándose a . 
sí mismas la partida de defunción jurídica. 
Se entiende fácilmente el enorme interés que ofrece para el teórico 
del derecho el estudio de estos veinte años de legislación; años que, 
en virtud de la convergencia de los factores que antes hemos expues-
to, se convierten, por decirlo así, en una película fotográfica de ex-
traordinaria sensibilidad para captar la relación entre la vida y la 
ley, entre la praxis eclesial y la norma canónica. Desglosando este tema 
en unidades concretas de interés, podrían aparecer quizás las siguien-
tes preguntas: ¿es una contradicción en los términos el concepto de 
ley experimental?, ¿hasta qué punto trasciende la eficacia reguladora 
del derecho el propósito originario del legislador?, ¿en qué medida 
exige la presión del comportamiento social la dación legislativa, y 
con qué amplitud consolida ésta la praxis? 
La recepción que el nuevo Código haga de la ley postconciliar nos 
dará valiosas sugerencias de respuesta a estos interrogantes. 
Justificado el interés del tema me gustaría también ponderar su 
dificultad. Estudiar globalmente la legislación postconciliar es una 
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labor larga; no es el análisis comparativo de un instituto canónico 
determinado, sino del volumen total de las fuentes. Entre los docu-
mentos postconciliares -más de cuatrocientos- superan con creces 
la mitad los que contienen indicaciones jurídicas o parajurídicas, y su 
conjunto ocupa varias veces la extensión del Código. Por lo demás, se 
trata de una documentación dispersa, heterogénea y de difícil catalo-
gación, tanto por las fuentes materiales de conocimiento (oficiosas mu-
chas veces, oficiales otras), como por la forma que revisten los docu-
mentos jurídicos l. 
Se entiende por lo dicho que en este trabajo no se va a intentar 
de ninguna manera el análisis exhaustivo del material jurídico del 
postconcilio. Lo que se pretende aquí es bastante sectorial: ofrecer 
ejemplos significativos que muestren la incidencia de la legislación 
postconciliar en el Código y, de rechazo, la perspectiva de éste al asu-
mirla. Queda abierto el campo para un intento de mayor envergadura, 
que ofrezca garantías de exhaustividad. 
El intento del trabajo viene explicado en la formulación del título: 
descubrir las funciones que asume el Código respecto a la legislación 
postconciliar. Se trata por tanto de bosquejar algunas claves o fun-
ciones en torno a las que reunir las modificaciones normativas de al-
gún relieve; No damos carácter significativo a los pasajes en los que 
prevalece la identidad -simple transferencia de contenidos jurídicos 
deüna fuente a otra-, sino a los matices de cambio, porque partimos 
1. Para un intento de clarificación del panorama jurídico postconciliar, hay 
que tener en cuenta: a) que no siempre resulta fácil distinguir los documentos 
jurídicos de los documentos estrictamente doctrinales. Así expresado, este prin-
cipio no ofrece ninguna novedad particular, porque siempre ha sucedido algo 
parecido en el derecho de la Iglesia; pero en el derecho canónico postconciliar 
ha cobrado cuerpo un género de normas que, de suyo, tiende a difuminar los 
ya de por sí confusos límites entre lo jurídico y lo dictrinal; b) que un mismo 
acto jurídico puede contener diversos documentos (un Decreto y unas Normas, 
por ejemplo), que a veces presentan distintos cauces de promulgación; c) que 
la intitulación (Decreto, Directorio, Instrucción, Circular ... ) es diversísima y con 
frecuencia irrelevante a efectos de la calificación del acto (cfr., para este punto, 
J. M. González del Valle, Los actos pontificios como fuente del Derecho Canó-
nico, Ius Canonicum, 32, 1976, pp. 245-292); d) que el órgano de promulgación o 
publicación es diversísimo también: AAS, revistas oficiales y oficiosas de los 
diversos dicasterios curiales, L'Osservatore Romano, otras revistas vinculadas a 
la jerarquía eclesiástica de distintos países, etc.). 
Un buen medio recopilador, que ha paliado en buena medida la dispersión 
de fuentes es el Enchiridion Vaticanum, Ed. Dehoniane, Bologna. Citaremos los 
documentos postconciliares mediante la asignación de fecha y la referencia 
(EV, número del volumen y primer número correlativo) al Enchiridion Vati-
canum. 
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del presupuesto de que el principio codicial ha sido inspirarse y refun-
dir la legislación postconciliar; sin embargo no ha sido una recepción 
mecánica y sin matices. En la dirección y sentido de estas modifica-
ciones de matiz centraremos el campo de estudio. 
1. Función selectiva 
Entendemos por función selectiva la tarea de asumir el material 
normativo -como corresponde a una estructura codicial-, de un 
modo no estrictamente recopilador sino sistemático, sometiendo el ' 
volumen legislativo previo a un proceso de discernimiento en cuanto 
a su materia (elección de unas normas determinadas), y en cuanto a 
su forma (atribución de un orden preciso). 
Es obvio que esta función selectiva incide de forma directa sobre 
la legislación postconciliar; toda ella queda afectada por la técnica 
codificadora. Los requisitos de la sistemática codicial remodelan las 
normas anteriores. Pero digamos también que la función selectiva es 
la menos voluntaria de las funciones, pues responde a exigencias in-
ternas o de estructura más que a la orientación que el legislador im-
prime de modo directo a la normativa. 
Las razones inmediatas por las que toda técnica codificadora arras-
tra esta función selectiva son muy simples. En primer lugar, por la 
opción sistemática. Cualquier estructura codicial elige un sistema de 
orden. En ese sistema cada sección debe integrarse con las demás y 
no puede escapar a las proporciones que a sí misma se asigna, ni pue-
de tampoco perder homogeneidad (por su extensión o por el estilo 
de presentación de los supuestos jurídicos) en relación a las otras 
partes del sistema. En segundo lugar, cualquier Código requiere ser 
manejable · y útil, yeso selecciona notablemente el material jurídico 
que acoge. 
De lo dicho se desprende que, en circunstancias normales, la legis-
lación codicial es una legislación escogida; más escogida cuanto más 
perfecta resulta la sistemática codificadora. 
En el CIC 17 era muy marcada la intención de abarcar el total de 
las fuentes de derecho. Esta voluntad de encauzar de modo exhaustivo 
el ius ve tus, dotó al Código anterior de una sistemática imperfecta; 
baste recordar el Libro III, De rebus, tradicionalmente sometido a la 
crítica de la doctrina por su inespecificidad y por su falta de adecua-
ción sistemática y axiológica. Pero el legislador del 17 no era tan 
sensible a las críticas de orden sistemático como a las de orden prác-
tico (obruimur legibus!), y a éstas atendió prioritariamente. Por tanto, 
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aunque el CIC 17 no totalizó exhaustivamente el derecho de la Iglesia, 
porque eso no es tarea posible para un Código, dio ciertamente un 
-paso muy importante en esa dirección. 
Por todo ello no resulta extraño que los comentaristas del Código 
afirmaran, con razón, que el scopus primarius del Código, su primera 
intención, fuera la codificatio iuris 2, el aspecto codificador; lo cual 
-quería significar que el CIC 17 pretendía convertirse en la única fuen-
te de legislación universal: Codex sufficit 3; ex sola dispositione Codi-
.cis aliquod prescriptum obligat 4. 
El nuevo Código tiene otra perspectiva, porque la finalidad que lo 
-ha motivado no ha sido primariamente la codificación del derecho. 
No olvidemos que el CIC 83 trabaja ya sobre un derecho codificado, 
·e indudablemente no podemos atribuir al legislador una voluntad co-
dificadora como pretensión descollante. Diríamos que las causas mo-
tivas se han desplazado de la codificatio a la conciliatio. Utilizo esta 
-palabra de intento, aunque no técnicamente; quiero decir que el CIC 
-83 ha pretendido conciliar: hacer congruente, la anterior legislación 
-con la nueva, y que la nueva legislación ha sido precisamente la de] 
-Concilio. Pocas pretensiones de exhaustividad encontraremos en el 
nuevo Código; la codificatio existe, como es lógico, pero mitigada. 
Los motivos de la amortiguación del aspecto codificador son tam-
bién claros: una sistemática más perfecta y equilibrada; una opción 
por la sencillez y la brevedad; por último, el fundamentalismo: la 
-voluntad de recoger los presupuestos jurídicos originarios y fundan-
tes de las instituciones. Ello quiere decir, en resumen, que el CIC 
amplía el horizonte de sus intereses y, simultáneamente, limita el nú-
mero de sus normas. Se comprende el fuerte protagonismo que en esta 
:situación alcanza la función selectiva de que antes hablábamos. 
En esta coyuntura, el mismo sistema codicial reacciona -al entre-
-ver todo lo que desecha como formulación explícita de sus cánones-
,con la interesante indicación del c. 6, § 1, 4.°. En ese pasaje se afirma 
.que están abrogadas aquellas leyes disciplinares universales cuya ma-
teria haya sido regulada de integro por el Código. Tal vez puesta en 
tenor positivo la frase resulte más significativa: conservan su vigor 
-todas las leyes disciplinares universales, a no ser que su materia haya 
sido ordenada de integro por el Código (hecha la salvedad, por su-
2. A. VAN HOVE, Commentarium Lovaniense in Codicem Iuris Canonici, Vol. 
1, Tom. 11, De legibus ecclesiasticis, Mechliniae-Romae, 1930, p. 66. 
3. Cfr. ibid. 
4. Ibid 
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puesto, de los casos que ese mismo canon contempla en los tres nú-
meros anteriores). 
Resulta ilustrativo comparar este pasaje con su paralelo del anti-
guo Código (c. 6, 6.°); allí se afirmaba que, aparte de los supuestos 
considerados en los números 1-5 del mismo c., las leyes disciplinares 
que ni implícita ni explícitamente se contenían en el Código, debía 
pensarse que habían perdido todo su vigor, a no ser que estuvieran 
recogidas en los libros litúrgicos aprobados o fueran preceptos de de-
recho divino, natural o positivo. 
Comparando el tenor de ambos pasajes, la conclusión es la siguien-
te: el CIC 17 se fundamenta en un respeto al contenido del ius vetus, 
con clara voluntad de continuismo, pero arrasa formalmente la legis-
lación antigua. Codex abrogat -dice Van Hove 5_ omnes leges uni-
versales Ecclesiae, adeo ut formaliter nulla iam ex illis vigeat. El CIC 
83, en cambio, atempera y modifica materialmente la legislación pero 
no procede de modo absoluto a la revocación formal del conjunto. 
Nuestro Código no podría haber hecho una indicación semejante 
a la que hizo el CIC 17 en su c. 6, 6.°, porque hubiera dejado sin vigor 
jurídico a un buen número de leyes del postconcilio que el legislador, 
conscientemente, no ha recogido en los cánones en virtud del amorti-
guamiento del aspecto codificador al que estaban sometidos. 
La mentalidad exegética -fundamentada en la óptica del complexus 
legum.,- llevó a los autores a polemizar sobre el alcance del c. 6, 6.° 
del viejo Código, aunque, de hecho, el problema interpretativo era muy 
limitado 6. Pero la ampliación del criterio de validez formal para el 
ius ve tus que el nuevo Código ha propiciado, agudiza notablemente el 
problema. Porque, efectivamente, el nuevo Código no se arroga la ex-
clusiva del vigor jurídico formal de las normas no directamente con-
trarias a sus propias prescripciones, sino en el caso de aquellas leyes 
que hayan sido ordenadas de integro. 
Veamos qué problemas plantea el ajuste a esta norma. No olvide-
mos la cuestión que subyace: averiguar qué documentos del postcon-
cilio continúan en vigor una vez promulgado el elc; porque una apli-
cación literal del c. 6 § 2 no parece que alcance a un número excesivo 
de leyes postconciliares. Con esta finalidad, procedamos a clasificar 
5. Ibid. 
6. Puede rastrearse la polémica, por ej., en G. MICHIELS, Normae generales 
juris canonici, París·Tournai-Roma, 1949, pp. 136-141; M. FALCO, Introduzioné allo 
studio del Codex juris canonici, Torino, 1925, pp. 56 Y 60:.63; H. EpPLER, Quelle 
und Fassung des Katholischen Kirchenrechts,Zürich, 1928, pp. 164-165; A. VAN 
HOVE, o. c., pp. 74-77. 
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los documentos jurídicos del postconcilio en su relación con el CIC, 
en el intento de establecer categorías de legislación que faciliten un 
estudio más sencillo de este problema. 
En su relación con el Código, los documentos jurídicos postcon-
ciliares podrían distribuirse en las siguientes categorías: 
1) Previamente derogados 7. La rapidez con que se produjo la re-
forma legislativa del postconcilio dio lugar a que se sucedieran en PO-
cos años contraindicaciones normativas sobre temas regulados pre-
viamente en el propio postconcilio. No se puede descartar que, otras 
veces, aun sin mediar una normativa formalmente derogatoria, existan 
documentos que decaigan o se desvigoricen por un cambio sustancial 
y generalizado en la comprensión de sus presupuestos. 
2) De referencia mediata 8. En este caso nos encontramos ante do-
cumentos cuya permanencia depende estrictamente de otros documen-
7. Por ej., MP Sacra m Liturgiam, 25.1.64 (EV II, 135), Instr. Inter oecumenici, 
26.IX.64 (EV II, 211), Const, Ap. Indulgentiarumdoctrina, 1.1.67 (EV II, 921), 
Instr. Tres abhinc annos, 4.V.67 (EV II, 1147), Instr. Eucharisticum mysterium, 
25.V.67 (EV II, 1293), MP Procomperto sane, 6.VII1.67 (EV II, 1518), MP Sanc-
titas darior, 19.11I.69 (EV III, 846), Instr. Fidei custos, 30.IV.69 (EV III, 1055), 
Instr. Sacramentali communione, 29.V1.70 (EV III, 2629), Instr. Ad Sanctam 
Sedem, 7.XII.71 (EV IV, 1338), Normas Sacramentum Paenitentiae, 16.V1.72 (EV 
IV, 1653), lnstr. Matrimonii sacramentum, 18.II1.66 (EV n, 655), Normae quae-
dam ad Consto Ap. «Deus scientiarum Dominus» recognoscendam, 20.V.68 (EV 
111, 328). 
Deben incluirse aquí los documentos jurídicos que responden a una circuns-
tancia provisional y ad tempus; por ej. Not. Quo clarius, 29.x1.71 (EV IV, 1133). 
Podrían igualmente incluirse en esta categoría aquellos documentos de sabor 
estrictamente experimental (es decir, que se someten a sí mismos a los resultados 
de las futuras experiencias), a los que el paso del tiempo, aun sin mediar re-
vocación expresa, cabe pensar que desvigoriza. Entiéndase bien el concepto «ex-
perimental». Hay experiencias taxativas, con cláusula de tiempo (donec). En 
·este caso la norma conserva cierta estabilidad y no pierde vigor mientras la 
<:ondición no se cumple. Pero hay otras ocasiones, y a ésas nos referimos, en 
que la norma señala simplemente una posibilidad genérica, abierta a la expe-
riencia. Son normas que incoan su propio período constituyente. Tales docu-
mentos hay que suponerlos derogados pasado un tiempo prudencial, porque 
de lo contrario absolutizaríamos el experimentalismo y menoscabaríamos la 
estabilidad de la norma. Cfr., por ej., Circo Inter ea, 4.x1.69 (EV 111, 1745). 
8. Por ej., a) Documentos que urgen, ilustran o recuerdan normas anterio-
res: Decl. Da cualque tempo, 29.x1l.66 (EV 11, 920), Not. Le vetement religieux, 
III, 74 (EV V, 188), Circo In quibusdam Ecclesiae partibus, 31.111.77 (EV VI, 
166), Circo Opera artis, I1.1V.71 (EV IV, 655), Circo Pér venire incontro, 27.1.76 
(EV V, 1753), Circo L'heureux développement, 25.1.66 (EV II, 602). 
b) Documentos que interpretan normas anteriores: Instr. In quibus rerum 
circumstantiis, 1.V1.72 (EV IV, 1626), Circo La Sacra Congregazione, 1975 (EV 
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tos legislativos. No resultan por tanto normas jurídicas de entidad 
originaria, a se stantes. La misión de estas normas sería recordar, ur-
gir, interpretar, ilustrar o facilitar la ejecución o aplicación de otras 
leyes. Su estructura guarda un fuerte parecido con lo que en el Código 
actual se llaman decretos generales ejecutorios e instrucciones. Lógi-
camente, estas normas correrán la suerte de sus documentos capitales, 
como expresamente Se encarga de recordar el Código actual para los 
supuestos análogos da los cc. 31-34. Las formalidades jurídicas que 
puedan dar luz sobre los documentos que se incluyen en este grupo, 
serían diversos pormenores en torno a su tono redaccional -proposi-
tivo más que dispositivo, sencillo, frecuentemente de cariz epistolar-; 
a su aprobación -no acostumbran a tener aprobación pontificia, ni 
tan siquiera común- ; a su estructura -sin especiales cláusulas in-
coativas ni conclusivas-; a su promulgación -que más bien puede 
llamarse publicación oficiosa-; y a su origen -de su elaboración y 
valor jurídico se responsabiliza en exclusiva el dicasterio correspon-
diente o uno de sus titulares-o Debe quedar claro que todos estos 
extremos, aunque nos permitan afirmar con seguridad que estos docu-
mentos no son leyes pontificias, no pasan de ser, en lo relativo a su 
categorización, signos que levantan sospechas sobre la sustantividad 
del documento. En el derecho canónico anterior al CIC 83 no pode-
mos hablar de categorías normativas definidas y verificables. 
Son normas mediatas porque su relación al Código sólo se explica 
en virtud de la mediación de la normativa a la que ilustran, ejecutan, 
urgen,;o ... iRterpretan.· 
3) De referencia explícita 9. Es quizá la categoría más fácilmente 
determinable, compuesta por aquellas leyes a las que, habitualmente 
v, 1746), Ded. Piures liturgicae commzsswnes, 15.IX.69 (EV JII, 1606), Circo 
Par une lettre, 10.VJI.72 (EV IV, 1726). 
c) Documentos que facilitan la aplicación y ejecución de normas anterio-
res: Circo Comme le sait déja, 22.JI.76 (EV V, 1912), Circo Come é a conoscenza, 
16.VJI.69 (EV JII, 1408), Circo Novit profecto, 27.x.77 (EV VI, 373). 
9. Por ej., MP Apostolica sollicitudo, 15.IX.65 (EV JI, 444), Consto Ap. Regi-
mini Ecclesiae universae, 15.VlII.67 (EV lI, 1534), Enehiridion indulgentiarum, 
29.VI.68 (EV lII, 500), Instr. Venite seorsum, 15.VlII.69 (EV lII, 1448), Consto 
Ap. Romano Pontifiee eligendo, I.X.75 (EV V, 1442), Consto Ap. Divinus perfee-
tionis magister, 25.1.83 (AAS, 75 (1983), pp. 349-355). 
Conviene hacer notar que estos documentos, aunque conservan su vigor, de-
ben modificarse en todo aquello que al Código contraríen o de él se aparten. 
Sería también muy oportuno un trabajo, desde instancias oficiales, que lleva-
ra a cabo una concertación de todo el sistema de referencias. Ambas aprecia-
ciones son especialmente importantes para algunos documentos, que también 
pueden considerarse de referencia explícita, y que por su contenido quizá estén 
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con el calificativo de peculiares o especiales, remite el Código de modo 
expreso. Habría que incluir dentro de este apartado las leyes litúrgi-
cas, a tenor del c. 210. Lo que resulta más dudoso es qué deba enten-
derse exactamente por «leyes litúrgicas». Tradicionalmente se distin-
guía entre el ius stricte liturgicum -ritual y ceremonial- y lo que 
podríamos llamar ius de re liturgica, de orden más bien disciplinar, 
que la doctrina no incluía en el antiguo c. 2. Da la impresión de que 
hoy se hace más difícil establecer la frontera entre ambos conceptos. 
Los Rituales se han enriquecido con componentes dogmáticos, disci-
plinares y pastorales, y no admiten la consideración estricta de cere-
moniales. Se puede hablar, sin duda, de leyes litúrgicas prevalente-
mente rituales y de leyes' litúrgicas prevalentemente disciplinares, aun-
que es dudoso que este criterio sirva para sustraer determinados do-
cumentos litúrgicos de la influencia del c. 2. 
más alejados de las líneas del nuevo Código. Cfr. por ej., Index facultatum 
Permittendi ingressum, 1.1.71 (EV IV, 1), Index facultatum Facultas visitandi, 
1.1.68 (EV III, 1). Ambos hacen referencia a las facultades de nuncios y dele· 
gados apostólicos. 
10. A tenor de los ce. 925 y 1237 queda bastante claro que lo que el có· 
digo entiende por leyes litúrgicas es un concepto mucho más amplio que lo 
que entendía el Código antiguo. Eso aumenta el alcance del c. 2. Cabe hacer, 
sin embargo, una gradación de los documentos conforme a su mayor o menor 
sintonía con el concepto más obvio o estricto de ley litúrgica: 
a) Documentos que cubren con exactitud el concepto de ley litúrgica: los 
Rituales u Ordines ceremoniales; por ej., Pontifical Romano (18-VI-68), que in-
cluye el Ritus pro collatione Sacrorum Ordinum (15-VII-68), Ordo celebrandi 
matrimonium (19-III69), Ordo Missae (27-III-75), Institutio generalis Missalis 
Romani (26-III-70), Ordo Baptismi parvulorum (15-V-69), Ordo lectionum Missae 
(25-V-69), Ordo exequiarum (15-VIII-69), Ordo professionis religiosae (2-II-70), 
Ordo cónsecrationis virginum (31-V-70), Ordo benedictionis Abbatis et Abbatis· 
sae (9-XI-70), Ordo benedicendi olea et conficiendi chrisma (3-XII-72), Ordo Con· 
firmationis (22-VIII-71), Ordo initiationis christianae adultorum (6-1-72), Ordo 
initiationis christianae adultorum (6-1-72), Ordo can tus Missae (24-VI-72), Ordo 
Unctionis Infirmorum (7-XI-72), Ritus de Sacra Communione et cultu mysterii 
eucharistici extra Missam (21-VI-73), Ordo Paenitentiae (2-XII-73), Ordo dedica· 
tionis Ecclesiae (29-V-77).c 
b) Normativa menor en dependencia de los Rituales u Ordines ceremonia· 
les; por ej., Ip.str. Liturgicae tinstaurationes, 5-IX-70 (EV III, 2557), Circo e Indic. 
La publication, 2-VI-68 (EV III, 433), Epist. e Indic. Die 2 februarii, 15-VII-70 
(EV III, 2668), Not. Instructione, 14-VI-71 (EV IV, 968), Decl. Cum de fragmentis, 
2-V-72 (EV IV, 1625), Decl. In celebratione Missae, 7-VIII-72 (EV IV, 1742), Circo 
Eucharistiae participationem, 27-IV-73 (EV IV, 2478). 
e) Normativa más bien litúrgica que disciplinar, relativamente independien-
te de los Rituales; por ej. Decl. Tricenario gregoriano, 24-II-67 (EV II, 966), Decr. 
Domus Dei decorem, 6-VI-68 (EV III, 456), MP Pontificalia insignia e Instr. Pon-
tificales ritus, 21-VI-68 (EV III, 473), Instr. Ut sive sollicite, 31-III-69 (EV III, 
954), Norm. Pluries decursu temporis, 25-III-73 (EV IV, 2357), Norm. Patronus, 
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4) De contención implícita 11. El VIeJO Código hablaba de leyes 
que se contenían implícitamente en él. No lo hace el actual. Son com-
prensibles tanto las palabras de aquél como el silencio de éste. Al CIC 
17 le interesaba que, de su criterio revocador absoluto, se salvara lo 
indispensable (al menos, lo implícitamente contenido). El Código nue-
vo, que no tiene intención ,.alguna de revocar exhaustivamente el ius 
ve tus, no necesita advertir las excepciones de revocación. Pero como 
lo que ahora pretendemos es agrupar los documentos legislativos post-
conciliares en su multiforme relación al Código, no podemos olvidar 
que algunos de ellos se encuentran contenidos implícitamente en el 
Código. Qué sea esa contención implícita lo explica Michiels: «Se con-
tienen implícitamente en el Código las leyes anteriores que se encuen-
tran como ocultas en los pliegues (in plico, implicar) de los cánones, 
o bien como el efecto en la causa, la conclusión en el principio, de tal 
modo que del texto de los cánones se deduce, por vía de necesaria 
consecuencia, que están llamadas a permanecer como aplicaciones 
ciertas de un principio explícitamente recogido en el Código; o como 
la parte en el todo, la especie en el género o la condición indispen-
sable, cuya vigencia se supone en algún texto o cuya · existencia debe 
ser admitida para que un canon se entienda o pueda aplicarse» 12. Las 
palabras de Michiels son claras, pero es comprensible la respuesta de 
19-III-73 (EV IV, 2341), Instr. Actio pastoralis, 15-V-69 (EV III, 1158), Direc. De 
Missis cum pueris, l-XI-73 (EV IV, 2618), Norm. Postquamde precibus, l-XI-74 
(EV V, 626), Instr. Musicam sacram, 5-III-67 (EV II, 967). 
Cabría aún añadir un género de normativa más bien disciplinar que litúrgica, 
pero no creemos que valga la pena reseñarla. Parece necesario advertir también 
que la S. C. para los Sacramentos y el Culto divino, en un Decreto de 12.IX-83 
(Notitiae, 203, IX-83, pp. 540-541) ha llevado a. cabo las variaciones que, a tenor 
de los cánones codiciales, venían exigidas en los libros litúrgicos. Lo que el De-
creto reconoce como libros litúrgicos son propiamente los Rituales. Sin embar-
go la mayor parte de las variationes (Notitiae, cit., pp. 541-555) tienen también 
carácter disciplinar y no sólo ceremonial. 
11. Por ej., Regolamento generale della Curia Romana, 22-II-68 (EV III, 66), 
Nuove norme del Tribunale della Sacra Romana Rota, 27-V-69 (EV III, 1225), 
Ordo Synodi Episcoporum, 20-VIII-71 (EV III, 1347), Norm. Ut causarum judi-
cialium, 28-XII-70 (EV III, 2925), Instr. Relationes in territoriis, 24-II-69 (EV III, 
820), Norm. Processum, concessioni, 6-XII-73 (EV IV, 2745), Norm. Episcopis fa-
cultas, 25-III-72 (EV IV, 1594), Nova agendi ratio in doctrinarum examine, 
15-1-71 (EV IV, 112). Sobre este grupo de documentos cabe hacer la misma 
advertencia que se hizo respecto a los de referencia explícita: aunque están 
en vigor, deben modificarse en todo lo que al Código contraríen o de él se 
aparten. 
12. G. MICHIELS, o.c., p. 134. 
CÓDIGO y LEGISLACIÓN POSTCONCILIAR 489 
Creusen: «Así expresado, el principio es incontestable; su aplicación, 
sin embargo, continúa siendo extremadamente delicada» 13. 
A nuestro juicio estos casos de contención implícita se producen 
en el Código cuando éste récóge tan sólo una alusión o una breve sín-
tesis de una institución u organismo que, por su propia naturaleza, 
requiere (necesita, exige) un desarrollo normativo más abundante y 
preciso que regule su correcta actividad. Al Código le correspondería 
su delineación capital; a la legislación extracodicial, la precisión de 
sus contornos y el desarrollo operativo. 
5) Reordenados «de integro» 14. El nuevo CIC presenta esta cate-
goría como la clave sobre el valor jurídico formal del ius vetus no di-
rectamente contrario a las prescripciones codiciales. Sólo aquellos do-
cumentos legislativos que hayan sido sometidos por el Código a una 
reordenación integral pueden considerarse abrogados. El problema 
más relevante radica en la significación de la ordinatio de integro. 
Entiéndase bien: la dificultad no estriba en que los autores disputen 
sobre su interpretación, sino precisamente en que todos concuerdan 
sobre el cierto grado de ai:nbigüedad que contiene. Hay acuerdo en 
que «la reorganización de que aquí se trata no es sólo accesoria, aun-
que general, sino radical y sustancial. Comprende la estructura gene-
ral de una institución jurídica» 15. Los desacuerdos se centran, fun-
damentalmente, en la extensión de la integridad: «cuál sea esa inte-
gridad de materia (tota materia) no es tan fácil de determinar: lo que 
es todo bajo un aspecto, es parte según otro» lG. 
Más adelante veremos cómo a esta dificultad interpretativa cabe 
añadir otra. Por ahora nos basta decir que la materia de cierto número 
de documentos postconciliares ha sido con toda certeza sujeta por 
el nuevo cle a la reordenación integral. 
13. A. VERMEERSCH - J. CREUSEN, Epitome juris canonici, vol. 1, Mechliniae, 
1933, pp. 199-200. 
14. Por ej., Instr. Piam et constantem, 5-VII-63 (EV 11, 61), MP Pastorale 
munus, 30-XI-63 (EV 11, 85), Rescr. Ponto Cum admotae, 6-XI-64 (EV 11, 310), 
Consto Ap. Paenitemini, 17-11-66 (EV 11, 625), MP De episcoporum muneribus, 
15-VI-66 (EV 11, 707), MP Ecclesiae Sanctae, 6-VIII-66 (EV 11, 752), Decr. Crescens 
matrimoniorum, 22-11-67 (EV 11, 961), MP Matrimoniq mixta, 31-111-70 (EV 111, 
2415), Instr. Renovationis causam, 6-1-69 (EV 111, 674), MP Causas matrimo-
niales, 28-111-71 (EV IV, 425), MP Ad pascendum, 15-VIII-72 (EV IV, 1771), Circo 
Omnes christifidltles, 25-1-73 (EV IV, 1902), Circo Presbyteri sacra, ll-IV-70 (EV 
111, 2449), Decr. Ecc1esiae pastorum, 19-111-75 (EV V, 1203). 
15. M.CABREROS DE ANTA, Comentarios al C.I.C., vol. 1, Madrid, 1958, p. 171. 
16. A. VAN HOVE, O.C., p. 355. 
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6) Complementarios 17. Nos enfrentamos ahora con el género de 
más difícil categorización, y, sin duda, el que mayores problemas prác-
ticossuscitará para la determiación de sus efectos jurídicos. Enten-
demos por documentos complementarios aquellos que ofrecen al Có-
digo un número de normas que, aunque no puedan considerarse en 
ningún caso el total de la materia jurídica de que tratan, suelen ser 
fuertemente características del área regulada. Entre estos documen-
tos y el Código se produce, en consecuencia, un cierto solapamiento. 
Es verdad que la normativa de estas leyes puede considerarse con 
frecuencia como prescripciones de desarrollo del texto codicial; pero 
no abandonan muchas veces una similitud de rango o paridad de 
nivel en el enfoque de la materia jurídica. Ello permite hablar, por 
tanto, de normas adicionales o complementarias. 
Digamos también que, así como en el caso de la contención im-
plícita nos encontrábamos ante normas que el CIC incoaba en su 
dimensión capital, en este caso no hallamos un caput codicial de refe-
rencia al documento, sino un conjunto disperso -más o menos dis-
perso, según los casos- de indicaciones legales. 
Por último añadiremos que, además de la paridad de nivel, que 
debe considerarse rasgo característico, pueden existir también inter-
ferencias y aun pequeñas colisiones en el tratamiento de la materia, 
producidas más frecuentemente por vía analógica ~normas que con-
tienen semejanzas más que identidad--'- que por contradicción directa. 
7) Independientes 18. Estos documentos, más bien escasos en nú:-
mero, son aquellos que versan sobre materias no reguladas, ni referi-
das, ni incoadas en el CIC. 
Pensamos que con esta categorización quedan suficientemente cla-
rificados los diversos cauces modales a través · de los que la legislación 
postconciliar guarda relación al Código. Resta ahora, con los datos a 
17; Por ej., Direc. Ad totamEcclesiam, 14-V-67 (EV lI, 1194), Ratio funda-
mentalis institutionis sacerdotalis, 6-1-70 (EV IlI, 1796), Direc. Ad normam decreti, 
ll-IV-71 (EV IV, 453), Instr. Dispensationis matrimonii, 7-IlI-72 (EV IV, 1572), 
MP Ministeria quaedam, 15-VlIl-72 (EV IV, 1749), Direc. Ecclesiae imago, 22-lI-73 
(EV IV, 1945), Not. Direc. Mutuae relationes, 14-V-78 (EVVI, 586), Const.Ap. 
Sapientia christiana, 29-IV-79 (EV VI, 1330). 
No hace falta decir que entre los documentos complementarios existe una 
gradación, y que el índice de complementariedad con el Código no es ni mucho 
menos el mismo en todos ellos. En la nota 26 señalamos los que a nuestro juicio 
constituyen los ejemplos más significativos. 
18. Por ej., Direc. Peregrinans in terra, 30-IV-69 (EV lIl, 1015), Instr.· Nemo 
est, 22-VIII-69 (EV HI, 1501), Norm. et fac. Apostolatus maris, 24-IX-77 (EV VI, 
339). 
CóDIGO y LEGISLACIÓN POSTCONCILIAR 491 
la vista, detenernos brevemente en los efectos jurídicos a que cada una 
de estas categorías pueda dar lugar en lo relativo a la derogación o 
vigencia de las normas. 
Creemos oportuno advertir, sin embargo, que muchos de los extre-
mos referentes al vigor, revocación o modificaciones de los documen-
tos legislativos, están sujetos a un criterio prudencial más que cientí-
fico. Hay enormes dificultades en el derecho canónico para establecer 
reglas absolutas sobre la categorización de las normas jurídicas, y en 
{;onsecuencia, para atribuir con exactitud en cada caso los efectos 
derogatorios. Tanta es la variedad de documentos y de fuentes, tan 
escasa la sujección a criterios formales de elaboración, de presen-
tación y de promulgación, que es utópico presentar las conclusiones 
<le un trabajo de esta índole como deducidas de unas premisas forma-
les y definidas. Dependemos pues, en definitiva, del criterio prudencial 
de la autoridad, que, en cada caso concreto, valorará el conjunto de 
los datos y formulará una decisión sobre el vigor; la modificación o 
la derogación de la norma. Un intento doctrinal y genérico como el 
nuestro no pasa de ser relativo; tanto más relativo, cuanto más doc-
trinal y genérico resulte: Pero estas limitaciones no deben impedir la 
'construcción teórica, que se concibe, además, como ayuda y sugeren-
-cia a la decisión prudencial. 
Volviendo al tema de la atribución de efectos jurídicos a cada una 
de las categorías que señalamos, habrá que decir que no cabe duda 
sobre la vigencia de las normas de referencia explícita, de contención 
implícita e independientes, así como tampoco de aquella normativa 
mediata -reglamentaria, ejecutiva- en dependencia de ellas 19. 
Tampoco cabe duda, como es lógico, sobre la desvigorización de la 
normativa derogada con anterioridad al Código, ni de aquellos docu-
mentos que presentan áreas jurídicas sujetas con suficiente claridad a 
la reordinatio de integro en la regulación codicial, así como la norma-
tiva en dependencia de ellos. 
. Las dudas se centran, pues, sobre los documentos jurídicos que 
hemos llamado complementarios, junto con su correspondiente nor-
mativa de dependencia. 
Las causas de esta duda las exponíamos más arriba, al conformar 
las características del género de documentos complementarios. Nos 
parecía que formaban un bloque normativo con un nivel regulador 
19. Como ya advertimos, el que los documentos permanezcan en vigor no 
quiere decir que, si lo precisan, no deban someterse a revisión para adecuar al 
Código los puntos en que haya divergencias y asignar a los documentos las 
>oportunas referencias codiciales (cfr. nota 9). 
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(un enfoque, una óptica, un estilo de presentación) semejante al Có-
digo; y, además, sus contenidos jurídicos concretos -aparte de nor-
mas de desarrollo- ofrecían interferencias materiales con el Código 
por vía de identidad, de analogía o de contraposición. Es fácil advertir 
que una atribución indiscriminada de validez (de no revocación, de vi-
gencia) para toda esta normativa, arrastra no pocos problemas para 
la seguridad jurídica y la certeza del derecho. 
El Código es muy estricto en la asignación de motivos para la de-
rogación del ius vetus. Sólo hay un recurso de revocación para la le-
gislación disciplinar universal que no sea directamente contraria al 
CIC: la ordinatio de integro. Y, desde luego, no podemos decir que 
los documentos complementarios hayan sido sujetos -por lo menos 
con claridad y según el significado habitual de este recurso revoca-
dor- a la reordenación integral. 
La dificultad podría quedar expresada en estos términos: parece 
peligroso para la seguridad jurídica que determinados documentos le-
gislativos continúen en vigor, pero el ordenamiento jurídico no ofrece 
cauce alguno aparente para desvigorizarlos 20. 
A nuestro juició hay dos expedientes para intentar la solución de 
este problema. El primero sería una comprensión más abierta de la 
ordinatio de integro. Al hablar, páginas atrás, de la reordenación inte-
gral, destacamos una dificultad interpretativa a la que hacía alusión 
la doctrina: la extensión de esa integridad. Pero a esta dificultad in-
terpretativa cabría añadir otra, que se entrevé también en los auto-
res, aunque no se formula con convicción; además de la extensión 
de la integridad es posible tomar en consideración el carácter de la 
integridad. Puede, en efecto, entenderse que exista también una inte-
gridad formal -no material, como en el caso anterior-, cuando la 
ley nueva, aun no cubriendo adecuadamente y sin residuos el volumen 
normativo anterior, compendia o recoge determinados núcleos jurí-
dicos fundamentales del instituto en cuestión. Algo de ello se rastrea 
en la expresión de Michiels tenor legis novae. Sólo ex tenore legis no; 
vae et ex variis circumstantiis 21 se puede cobrar un signo cierto del 
alcance de la integridad. 
20. Ciertamente, el ordenamiento jurídico establece un cauce, que es el c. 6 
& 1, 2.°, en el que se explica que queda abrogada toda ley universal o particular 
-contraria a ll:\s prescripciones del Código. Pero no todas las contrariedades son 
-contrariedades directas: puede haber, y de hecho hay, desemejanzas y dificul-
tades de adecuación entre normas postconciliares y normas codiciales que no 
están en directa contradicción. 
21. G. MICHIELS, O.c., p. 659. VAN HOVE (o.c., p. 357, nota 2) otorga una base 
.al concepto de integridad formal al afirmar que todas las materias recogidas en 
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De los documentos jurídicos postconciliares que no han sido suje~ 
tos con suficiente claridad a la reordinatio ex integro, ¿ cuáles conser-
van su vigor jurídico? Si nos atenemos exclusivamente al c. 21 habre-
mos de concluir que todos: «en caso de duda no se presume la revo-
cación de la ley precedente, sino que las leyes posteriores se han de 
comparar, y, en la medida de lo posible, conciliarse con las anterio-
res». Pero a mi juicio hay motivos sobrados, al menos, para cualificar 
la uuda y poner en cuestión la operatividad del c. 21 para los su-
puestos que contemplamos. 
Veamos los motivos que pueden cuestionar, en nuestro caso, la 
eficacia del c. 21: 
a) La posible existencia --entrevista por la doctrina- de esa ordi-
natio de integro formal, tal y como la hemos presentado, para muchos 
documentospostconciliares, en virtud de aquellos cc. del Código que 
recogen núcleos jurídicos fundamentales o un conjunto significativo 
de normas sobre esos institutos o materias; 
b) La presunción de integridad que hay que conceder a toda 
ordenación codicial, que, en principio, acomete las medidas normati-
vas con cierta voluntad estructurante y totalizadora 22; 
c) Y, por último, el carácter de los documentos postconciliares, 
especialmente de los que hemos dado en llamar complementarios. So-
bre este punto convendría hacer algunas advertencias 23. 
Buen número de documentos complementarios contienen un géne-
ro de normas que, de suyo, hacen muy difícil su acogida en el Código. 
Destaco ante todo dos de sus características, particularmente signi-
ficativas para nuestro tema: el tenor directivo y el tenor explicativo. 
Uno y otro favorecen la confusión de límites entre lo exhortativo o 
doctrinal y lo jurídico-operativo. Aunque es indudable que el CIC 83 
refleja un tono de mayor sensibilidad hacia estos puntos del que 
mostraba el CIC 17 -baste recordar el tercer principio que había de 
presidir la reforma 24_, no lo es menos que el Código actual respeta 
el código deben considerarse íntegramente reordenadas non materialiter forsan, 
sed formaliter. 
22. Van Hove sostiene también esta opinión: ipsa notio codificationis includit 
ordinf,ltionem integran materiae (o.c., p. 357). 
23. Nos hemos ocupado de este tema en el trabajo Un exponente de legisla-
ción postconciliar. Los directorios de la Santa Sede, Pamplona, 1980, especial-
mente, pp. 62-150. 
24. «In iure condendo Codex non tantum iustitiam sed etiam sapientem 
aequitatem colat, quae fructus est benignitatis et caritatis,ad quas , virtutes 
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con preclslOn -como apunta por otra parte el primero de los prin-
cipios directivos 25_ las exigencias del lenguaje jurídico. Por ello, las 
abundantes normas de estos documentos de quibus Codex silet habrán 
de considerarse valorando el silencio del Código, que no es, en esta 
materia, un silencio voluntario, sino obligado e inevitable. 
En definitiva: hay determinadas normas de la legislación postcon-
ciliar que el CIC no recoge porque técnicamente no le es posible re-
coger. Podría apelarse a este tipo de silencio forzado para recabar un 
argumento en favor de la validez de la normativa; pero a nuestro jui-
cio cabría también emplearlo, y quizás con más fundamento, para 
cuestionar la vigencia -es decir, afirmar la ordinatio de integro- de 
esas mismas normas en virtud de la falta de sintonía con la técnica 
jurídica que manifiesta el legislador codicial; técnica jurídica que 
contrasta con un tono explicativo o directivo que hace difícil calibrar 
las posibles insinuaciones o sugerencias contra ius Codicis contenidas 
en aquellos documentos. 
Pero este primer expediente para obviar la contradicción se nos 
antoja excesivo. Determinar la desvigorización de toda legislación 
complementaria como efecto jurídico de una ordinatio de integro for-
mal nos parece arriesgado y maximalista. Sería, pensamos, extralimi-
tar la acepción usual del término, amparándose en la oscuridad del 
término mismo. Sin embargo, este intento no deja de contener ciertos 
puntos de verdad que confieren crédito y evidencian la necesidad de 
otro expediente de solución más moderado. Veámoslo. 
En mi opinión, al menos determinados documentos complementa-
rios 26 ofrecen una materia jurídica potencial que, para actualizar su 
vigor, debe supeditarse al c. 31; es decir, deben encauzarse en el mar-
exercendas Codex discretionem atque scientiam Pastorum et iudicium excitare 
satagat. Ne igitur normae canonicae officia imponant, ubi instructiones, exhor-
tationes, suasiones aliaque subsidia, quibus communio inter fideles foveatur, ad 
fine m Ecclesiae facilius obtinendum sufficientia appareant» (EV II, 1703). 
25. «Quibusdam veluti cardinibus totum novum opus innitatur necesse esto 
Imprimis novus Codex indolem iuridicam omnino retineat oportet cum spiritu 
proprio. Indolem dicimus iuridicam quam postulat ipsa natura socialis Eccle-
siae, quae in potestate iurisdictionis, ab ipso Christo hierarquiae tributae, fun-
datur. Proinde vitandae vel potius secernendae sunt a Codice novo quaelibet 
conceptiones vel suggestiones nuper per diversa scripta sparsae secundum quas 
futurus Codex pro fine principali habere deberet solum regulam fidei et morum 
proponere» (EV II, 1701). . 
26. Los documentos más significativos son, a nuestro juicio, el Directorio 
ecuménico (Ad totam Ecclesiam), la Ratio fundamentalis institutionis sacerdo-
talis, y el Directorio para el ministerio pastoral de los Obispos (Ecclesiae imago). 
El directorio ecuménico es el que menos coincidencias temáticas ofrece con 
respecto al Código. Pero contiene interferencias temáticas con el Código preci-
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co que ofrecen los decretos generales ejecutorios. Me parece lo más 
oportuno para obviar posibles desacuerdos y patentizar la congruen-
cia con la ley ordinaria, con el Código. La naturaleza de los decretos 
ejecutorios, «por los que se determina más detalladamente el modo 
que ha de observarse en la ejecución de la ley», conferiría a estos do-
cumentos el carácter de normativa de aplicación, sustrayendo todo 
peligro de solapamiento de fuentes. 
Una pista interesante que apoya esta solución viene ofrecida por la 
Secretaría de la Comisión de reforma del CIC, al glosar precisamente 
el c. 6, § 1, 4.° «Por supuesto -afirma la Secretaría de la Comisión-
que las Instrucciones y, si existen, las leyes dadas por las Sagradas 
Congregaciones, se abrogan por el nuevo Código y deben ser elabo-
samente en núcleos jurídicos fundamentales, quizá los más fuertemente preten-
didos por el legislador en esta materia; se trata, por ejemplo, de la com-
petencia normativa sobre temas ecuménicos y de la communicatio in sa-
cramentis. Estos dos temas son recogidos por el CIC, y no sin cambios 
respecto al directorio. En el c. 755 se jerarquiza con mayor precisión y taxativi-
dad el ejercicio de la función normativa (en relación a los llll. 65 y 66 del direc-
torio), que antes quedaba confusamente delineada; y en el c. 844 (con respecto 
al n. 55 del directorio), se corrigen algunas expresiones del directorio respecto 
a la communicatio in sacramentis. 
Con respecto a la Ratio, digamos que el CIC recoge contenidos de este docu-
mento, con ligeras variantes, en bastantes cánones; por ej., 239, 240, 242,' 243, 
246, 247, 249-258, 279, 1031. Aunque la Ratio es mucho más amplia que el Cle, 
la coincidencia temática es bastante pronunciada, al igual que el modo y el 
orden de tratamiento: a veces se recogen fórmulas muy parecidas con sistemá-
ticas paralelas; por ej., nn. 52-55 (c. 246), nn. 76-79 (c. 252), llll. 90-99 (cc. 254-258). 
Es lógico que se planteen, por todo ello, dudas sobre su vigencia y rango formal: 
«Tras la promulgación del Código, ley común y universal, se plantean estas 
cuestiones canónicas: La ¿Hasta qué punto sigue en vigor la Ratio fundamen-
talis? 2.a De seguir en vigor, ¿qué rango jerárquico tendrá en relación al Codex, 
y, en consecuencia, cuál de los dos prevalecerá en caso de conflictos en la inter-
pretación?» (T. RINCÓN, Código de derecho Canónico. Edición anotada, Pam-
plona, 1984, p. 195). 
En el directorio para el ministerio pastoral de los Obispos (Ecclesiae imago) 
las coincidencias temáticas con el Código son abundantísimas, aunque el modo 
y el orden del tratamiento sean muy distintos en uno y otro. Subrepticiamente 
pueden generarse muchos desacuerdos por vía de sugerencia, consejo o indica-
ción pastoral. Pasajes importantes de coincidencia temática son, por ej.: n. 45 
(ce. 377, 399, 400), n. 46 (c. 782), llll. 48, 87, 158 (cc. 383, 755), n. 65 (c. 764), n. 66 
{ce. 802-806), nn. 68,69 (ce. 810-813), nn. 73, 74 (cc. 822-831), nn. 81, 86 (cc. 388-
390), n. 116 (ce. 157, 521-524), nn. 117, 135-138 (ce. 281, 1274, 1275). A partir del 
n. 162 del directorio las equivalencias temáticas son más amplias y hondas, al 
tratarse de temas organizativos de la Iglesia particular: nn. 162-165 (cc. 460-468), 
nn. 166·170 (cc; 396c398, 305, 535, 555, 806), nn. 172, 173 (cc. 368, 369, 372-374), 
llll. 174-179 (cc. 515-519), nn. 184-188 (cc. 374, 553-555), nn. 191-196 (cc. 237-264), llll. 
199-205 (cc. 403-411, 469-482, 495-514), nn. 210-212 (cc. 447, 450, 455), n. 213 (cc. 
439-446) 
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radas de nuevo o vueltas a promulgar, lo cual, aunque laborioso, es 
lo mejor para la seguridad jurídica» 27. 
No se trata, por tanto, de eliminar del horizonte jurídico la ma-
teria normativa de esos documentos bajo el presupuesto genérico de 
su integración en el Código; pero tampoco debe aceptarse sin más la 
vigencia, simultánea y sin retoques, de ambas fuentes, habida cuenta 
de las dudas que pudieran surgir sobre la ordinatio de integro en los 
documentos que hemos presentado. El denuo exarari que planteaba la 
Comisión de reforma parece la solución más precisa: una reelabora-
ción que les otorgue una dependencia formal del Código. 
2. Función integradora 
Según hemos visto, la función selectiva es, de suyo, económica, re-
ductora; de ella deriva una simplificación del material jurídico. La 
función integradora tiende también a simplificar, pero en otra área 
de actividad. No se proyecta ya sobre el conjunto legislativo, limitando 
el número de normas, sino que tiende a la simplificación de los su-
puestos jurídicos. 
Es cierto que el Código, respecto a la legislación postconciliar, ha 
progresado en sencillez de lenguaje, al elegir una formulación más téc-
nica, eliminar la normativa de marcado tono racioferente (que daba 
razón de la ley, pero que a veces ofuscaba el alcance y la operatividad 
de sus imperativos), y delinear con más precisión los tipos jurídicos. 
Pero no nos referimos ahora a este tipo de simplificación. 
Entendemos por función integradora del Código respecto a la legis-
lación postconciliar el empeño por convertir algunos elencos de excep-
ciones en derecho común, así como el intento de agilizar la operativi-
dad de determinados supuestos normativos -anteriormente condicio-
nados por la ley-, mediante la sustracción de limitaciones para su 
actividad o ejercicio. ¿Por qué consignar ambas manifestaciones bajo 
el apelativo común de función integradora? A mi parecer, en ambos 
casos, la norma nueva -es decir, la norma codicial-, se hace más 
amplia, integra en la formulación del supuesto legal un mayor número 
de conductas posibles, acrecienta la esfera de libertad. Como conse-
cuencia propia de la integración disminuyen, en estos casos, los elen-
cos pormenorizados de condiciones ode excepciones, la casuística. 
Vayan por delante dos precisiones. La primera de ellas es que la 
función integradora del Código es una tendencia, más que un principio 
27. Communicationes, 14 (1982), p. 131. 
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absoluto; la segunda, que se trata de una función con limitación de 
ámbito: operará allí donde su ejercicio no comporte graves riesgos e 
inseguridades; es decir, cuando los datos teológicos, jurídicos y pasto-
rales lo alienten o lo permitan. 
El primer ejemplo de esta función es, según hemos dicho, la ten-
dencia del Código a convertir los elencos de excepciones en derecho 
común. Tal vez sea más adecuado decir, porque no existe unanimidad 
doctrinal sobre qué sea derecho común, que el Código convierte en 
ordinarios determinados supuestos que antes se consideraban excep-
cionales. Aunque, por desgracia, tampoco en este caso resulta unívoca 
la expresión -ya que el concepto de ordinario tiene su empleo más 
propio en el área de la potestad-, pensamos con todo que la idea 
queda suficientemente subrayada. 
Los principios de revisión del Código se habían hecho ya eco en 
cierta manera de esta tendencia 28 que señalábamos, cuyo reflejo más 
cabal podemos encontrar en aquellos documentos postconciliares que, 
con clara intención de abrir campos jurídicos, de ampliar la esfera de 
facultades y de libertad, transfieren o reconocen competencias jurídi-
cas en el marco de un intento descentralizador. 
Los destinatarios directos de estos documentos fueron los obispos 
(por ejemplo, en los Motu Proprio Pastorale munus y De Episcoporum 
muneribus), o los superiores de institutos de vida consagrada (en el 
caso, por ejemplo, del Rescripto Pontificio Cum admotae o del Decreto 
Religionum laicalium) 29. No cabe hacer, por muchas razones, un pa-
rangón indiscriminado entre todos estos documentos, pero no hay in-
conveniente ninguno en advertir un «prudente paralelismo» 30. En to-
dos ellos está presente el intento descentralizador al que antes hacía-
mos referencia; pero no es ésa la úpica nota común, porque también 
28. El Prefacio del Código sintetiza el 4.° princIpIo de la reforma con las 
siguientes palabras: «ut summus Legislator et Episcopi in cura animarum con-
cordem operam praestent et pastorum munus modo magis positivo appareat, 
quae hoc usque extraordinariae erant facultates circa dispensationem a legibus 
universalibus, ordinariae fiant, reservatis iis tantum Supremae potestati Eccle-
siae universalis vel aliis auctoritatibus superioribus, quae propter bonum com-
mune exceptionem exigant». 
29. Contienen también elencos de facultades, por ejemplo: Norm. et fac. 
Apostolatus maris, 24-X-77 (EV VI, 339); Fac. deceno Concedendi facultatem, 
1-1-71 (EV IV, 32); Fac. quinq. Transferendi onera, 1-1-68 (EV In, 59); Decr. Ad 
instituenda experimenta, 4-VI-70 (EV nI, 2566); MP Firma in traditione, 13-VI-74 
(EV V, 534). De distinto signo, por tratarse de facultades concedidas a Legados 
Pontificios, serían los documentos Index fac. Facultas visitandi, 1-1-68 (EV nI, 
1) e Index fac. Permittendi ingressum, 1-1-71 (EV IV, 1). 
30. M. CABREROS DE ANTA, en Derecho Canónico Postconciliar, Madrid, 1978, 
p. 65. 
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coinciden respecto al modo en que se expresa el régimen de las atri-
buciones conferidas. Efectivamente, la competencia de potestad que se 
reconoce o que se transfiere, siempre se encuentra enmarcada por un 
articulado casuístico y taxativo de supuestos: 40 facultades y 8 privi-
legios en el MP Pastorale munus, 19 facultades delegadas en el Resc. 
Ponto Cum admotae, 9 facultades delegadas en el Decr. Religionum lai-
calium, y 20 supuestos de dispensa reservados en el MP De E pisco-
porum muneribus. 
Lo que nos lleva a calificar este régimen -taxativo y casuístico, 
como decíamos- de excepcional, no es la condición o el carácter de 
las facultades otorgadas, sino la presentación general de la ley, cuya 
misión más importante es delimitativa: se afirma un poder y se asig-
nan, al tiempo, los límites de su ejercicio; unos límites, por lo demás, 
configurados en sentido excepcional. O se exceptúan los casos en que 
no pueden ejercitarse los poderes conferidos (en el caso del MP De 
Episcoporum muneribus), o bien quedan exceptuadas del mismo prin-
cipio de intransferibilidad las competencias que se otorgan. 
En el CIC la situación será muy otra. En muy pocos casos se hará 
precisa la concesión o reserva de las licencias, permisos, prórrogas, fa-
cultades, legitimaciones y dispensas para las materias cuyo desarrollo 
llevaron a cabo en el postconcilio los documentos citados. En su gran 
mayoría han pasado a constituir supuestos reconocidos por el derecho 
común, sin que sea necesaria la intervención concesiva de la autori-
dad 31. Es más: en la mayoría de las ocasiones este tipo de normas 
-además de estar exentas de concesión particular- son aún más 
amplias en su versión codicial que en su versión condicionada post-
conciliar 32. 
31. Cfr. por ejemplo, MP Pastorale munus l, 3), 30-XI-63 (EV JI, 85), (c. 
919 & 2): exención del ayuno eucarístico para el sacerdote que celebra dos o 
tres Misas; MP Firma in traditioné, JII, a), 13-VI-74 (EV V, 534), (c. 951 & 1): 
destino del estipendio para el caso de sacerdotes que celebran más de una Misa 
(esta norma resulta integradora tan sólo en el sentido de que no se requiere el 
permiso del Ordinario para la aplicación de la Misa). De hecho son pocos los 
casos en los que el CIC convierte en derecho común, sin mayor especificación, 
un supuesto de los contenidos en es10s documentos. Como se señala en la nota 
siguiente, es mucho más frecuente que esas situaciones jurídicas conferidas 
ipso iure sean ahora más amplias en la versión codicial. Hay que advertir que 
no faltan algunos casos en los que continúa operando la necesidad de la con-
cesión; por ejemplo: MP Pastorale munus, l, 11·12), (c. 1308 && 3-4): facultad 
del Obispo diocesano para reducir las cargas de Misas; ibid., l, 2), (c. 905): 
concesión del Ordinario para celebrar dos y tres Misas. 
32. Cfr. por ejemplo, MP Pastorale munus, l, 4), 30-XI-63 (EV n, 85), (c. 931): 
celebración y distribución de la Eucaristía qualibet die et hora; ibid., l, 5-6), 
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Para las dispensas, pocos son los casos que el CIC reserva especial-
mente a la Santa Sede o al Romano Pontífice 33, lo cual amplía y forta-
lece el protagonismo de los Obispos respecto a la valoración del bonum 
spirituale fidelium Ce. 87), eje en torno al que gira el sistema de dis-
pensa del Concilio y del Código. El c. 87 presenta, por tanto, un su-
puesto integrador que asume, en una formulación simple, buena parte 
de los elencos excepcionales de los MP Pastorale munus y De Episco-
porum muneribus 34. 
(c. 930 & 2): facilidades para la celebración en caso de sacerdotes impedidos; 
¡bid., 1, 7-9), (c. 932): facilidades para la celebración fuera de lugar sagrado; 
ibid., 1, 13), (c. 883, 3.°): ampliación de la facultad de confirmar en peligro de 
muerte. Con respecto a los mismos temas, cfr. también Rescr. Ponto Cum admo-
tae, 1, 1), 6-XI-64 (EV 11, 310), (c. 931); ibid., 1, 2-3), (c. 930 & 2); ibid., 1, 4), (c. 
932). Otras veces -aunque siga exigiéndose concesión o se trate de supuestos 
no concesivos- la norma codicial amplía las facultades; cfr., por ejemplo: MP 
Pastorale munus, 1, 19), (c. 1078): dispensa de impedimentos por el Ordinario; 
ibid., 1, 21), (c. 1165 & 2): concesión, por el Obispo diocesano, de la sanatio in 
radice; ibid., 11, 4), (ce. 1355-1356): remisión de penas por el Ordinario. Por 
último, en otras ocasiones el cle no contempla ya el supuesto que requería la 
intervención concesiva del Superior; cfr., por ejemplo, MP Pastorale munus, 
I, 16); 23); 31); 33); 35-37); 40); Rescrip. Ponto Cum admotae, 1, 7); 10); 19); 
Decr. Religionum laicalium 1, 1), 31-V-66 (EV 11, 335). 
33. Del largo elenco del MP De Episcoporum muneribus, tan sólo quedan 
reservados en el elc a la Sede Apostólica, los siguientes: MP De Episcoporum 
muneribus, IX, 1), 15-VI-66 (EV 11, 707), (c. 291): dispensa de la obligación del 
-celibato; ibid., IX, 6), (c. 1031 & 4): dispensa de edad para.la OrdenaCión, supe-
rior a un año; ibid., IX, 8), (c. 1047 & 1): dispensa de irregularidades si el hecho 
en que se basan hubiera sido llevado al fuero judicial; ibid., IX, 9 b), (c. 1047 
& 2, 1.0): dispensa de irregularidad por deiltos públicos de apostasía, herejía o 
-cisma; ibid., IX, 9 e), (c. 1047 & 2, 1.0): dispensa de irregularidad por delito 
público de contraer o atentar matrimonio en algunos supuestos; ibid., IX, 9 d), 
(c. 1047 & 2, 2.°): dispensa de irregularidad por comisión de homicidio volunta-
rio o aborto; ibid., IX, 12), (c. 1078 & 2, 1.0): dispensa del impedimento matri-
monial de orden sagrado o de voto público perpetuo; ibid., IX, 13), (c. 1078 
& 2, 2.°): dispensa del impedimento matrimonial de crimen. 
34. El C. 87 no presenta variación sustancial en torno a la potestad de dis-
pensar de los Obispos diocesanos que delineó el Christus Dominus, 8 b), y que 
recoge el MP De Episcoporum muneribus. Pero, en la práctica, la norma codi-
cial amplía la potestad de dispensar, porque el elc acorta mucho los supuestos 
de reservas. El C. 87 presenta, por tanto, una norma máximamente integradora, 
fiel reflejo del deseo del Christus Dominus. Los pasos sucesivos son los siguien-
tes: 1) Decr. Christus Dominus, 8 b): los Obispos diocesanos tienen facultad de 
dispensar de las leyes universales cuantas veces juzguen que ello es conveniente 
. para el bien espiritual de los fieles, supuesto que no haya una reserva especial 
de la suprema autoridad; 2) MP Pastorale munus: la potestad de los Obispos 
se extiende a otros casos hasta entonces exceptuados; 3) MP De Episcoporum 
muneribus: de acuerdo al Decreto conciliar se reconoce que los Obispos dioce-
sanos pueden dispensar siempre de las leyes disciplinares universales no consti-
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Los documentos que hemos presentado hasta ahora tienen en co-
mún el hecho de ofrecer elencos de posibilidades o de excepciones., 
Este régimen, sin duda, condiciona la acción jurídica, cuyo ejercicio 
queda limitado por aquel conjunto de indicaciones. En virtud de lo 
que hemos denominado función integradora, la legislación codicial ha 
sido sobria en la confección de este tipo de elencos. Pero los condi-" 
cionamientos de la acción jurídiea pueden provenir también de los re-
quisitos exigidos para que una determinada opción legal se lleve a 
término. Esos requisitos establecen los márgenes de licitud de la nor-
ma. En este sentido me parece observar una segunda vertiente de la 
función integradora del Código respecto a la legislación postconciliar; 
vertiente que antes hemos formulado como la tendencia a agilizar la 
operatividad de determinados supuestos normativos -anteriormente 
condicionados por la ley-, mediante la sustracción de limitaciones 
para su lícita actividad o ejercicio. 
Quizás sea especialmente significativo este modo de proceder en 
referencia a la actividad sacramental práctica 3S, aunque puede obser-
tutivas, penales o procesales, excepto en los casos reservados que el documento 
recoge; 4) c. 87 del CIC: los casos exceptuados se reducen al mínimo. 
35. Cfr., por ejemplo, los numerosos casos presentados en las notas 31 y 32. 
Además, Instr. Immensae caritatis, 1, IV), 29-1-73 (EV IV, 1924) e Instr. Fidei 
custos, 3, 30-IV-69 (EV ni, 1055), (ce. 910 & 2 Y 230 & 3): no es preciso un 
orden de preferencia . para la elección del ministro extraordinario de la Sagrada 
Comunión; Instr. Immensae caritatis, 3, y Ritus de Sacra Communione et de cul-
tu mysterii eucharistici extra Missam, 24, 21-VI-73 (EV IV, 2509), (c. 919 & 3): 
no es necesario el ayuno eucarístico para los enfermos y acompañantes; Instr. 
Immensae caritatis, 1 1), Instr. Fidei custos, 1, y Ritus de Sacra Communione ... , 
17, (c. 230 & 3): las condiciones para que intervenga el ministro extraordinario 
de la Sagrada Comunión se reducen a falta de ministro ordinario y existencia 
de necessitas Ecclesiae; Instr. Immensae caritatis, 2, (c. 917): el único requisito 
para recibir por 2." vez la Sagrada Comunión el mismo día, es hacerlo dentro 
de la celebración eucarística; MP Sacrum diacona tus ordinem, 22, 4), 18-VI-67 
(EV n, 1368), (c. 1108 & 1): el diácono puede asistir al matrimonio como testigo 
cualificado aunque no falte presbítero; Ordo Confirmationis, 7, 22-vnl-71 (EV 
IV, 1083), (c. 883): no es necesario que el ministro extraordinario de la confir-
mación en peligro de muerte carezca de censura o pena; ibid., 8, (c. 884): el Obis-
po puede facultar a presbíteros determinados para confirmar; y si los asocia a 
sí, no es preciso que tengan cargos específicos o competencia territorial o per-
sonal; Ordo Unctionis Infirmorum, 29, 7-XI-72 (EV IV, 1838), (c. 911 & 2): no 
se requiere la falta de sacerdote para que el ministro extraordinario de la Co-
munión . administre el Viático; Dir. Ad totam Ecclesiam, 55, 14-V-67, (EV n, 
1194) e Instr. In quibus rerum circumstantiis, 6, 1-VI-72 (EV IV, 1626), (c. 844 
& 3): las circunstancias para la admisión de bautizados no católicos a la com-
municatio in sacramentis se engloban dentro del concepto de necesidad grave 
valorada por el Obispo o la Conferencia Episcopal; Decr. Dum canonicarum 
legum, 4 b), 8-Xn-70 (EV In, 2895), (c. 630): desaparece la figura de qmfesor 
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varse también en otras materias 36. La limitación de los requisitos pro-
picia la existencia de normas integradoras, más simples y flexibles. 
He querido hacer hincapié en esta función integradora porque guar-
<la relación significativa con una línea característica de lá legislación 
postconciliar. Durante los años del postconcilio el legislador ha tenido 
que vérselas con un problema de seria envergadura: la apertura de 
campos jurídicos. Situaciones y conductas anteriormente prohibidas, 
jurídicamente canceladas, debían hacerse posibles. La normativa post-
conciliar llevó a cabo el trabajo dotando al conjunto de sus normas 
de un tono permisivo, como convenía al intento. Pero en el ánimo del 
legislador parecía operar un doble polo de tensión: de una parte, una 
clara voluntad de apertura del campo jurídico; de otra, la inseguri-
dad y como el recelo ante el peligro que comporta toda norma inno-
vadora. Esta tensión produjo un fenómeno, detectable, a mi parecer, 
en el panorama jurídico postconciliar 37 -y del que no siempre se ha 
liberado el Código-, que podría determinarse como la apertura con-
dicionada de campos jurídicos. Es decir: el permiso venía matizado por 
un conjunto de condiciones que intentaban paliar el riesgo de la nor-
ma innovadora. No pocas veces este proceder condujo a una cierta 
sinuosidad de la norma permisiva, que se convertía en objeto de difí-
cil interpretación. 
extraordinario de religiosas; Decr. Accidit in diversis, 11, 1), 11-VI-76 (EV V, 
2065), (c. 1183 & 3): basta que no conste de su voluntad contraria para la admi-
sión de un bautizado no católico a las exequias. 
36. Cfr. por ejemplo, Ratio fundamentalis institutionis sacerdotalis, 2, 6-1-70 
(EV 111, 1796), (c. 659 & 3): mayor protagonismo del derecho propio de los ins-
titutos religiosos para la confección de la ratio studiorum; Decr. Ad instituenda 
experimenta, 3, 4-VI-70 (EV 111, 2566), (ce. 623 y 651): queda, según parece, con-
fiado al derecho propio la determinación de la edad para Superiores y Maes-
tros de novicios; Rescr. Ap. Cum admotae, 1, 19), 6-XI-64 (EV 11, 310), (c. 624 
& 1): no hay un estricto requisito de tiempo para el mandato de los Superio-
res; MP Ecclesiae Sanctae, 1, 7), 6-VIII-66 (EV 11, 752) y Circo Inter ea. 16-17, 
4-XI-69 (EV 111, 1745), (c. 279 & 2): el tiempo de la formación del postpresbite-
rado queda a la determinación del derecho particular; MP Ecclesiae Sanctae, 
1,34 & 1), (c. 616 & 1): para la supresión de una casa de un Instituto religioso 
.no se requiere el beneplácito de la Santa Sede; MP Sacrum diacona tus ordinem, 
28, 18-VI-67 (EV 11, 1368), (c. 276 & 2, 4.°): la periodicidad de los retiros se deja 
:a derecho particular; Instr. Renovationis causam, 15, 1), 6-1-69 (EV 111, 694), (c. 
,647 & 2): en casos particulares y por excepción cabe hacer e1noviciado en una 
:sede no prevista para ello; Decr. Ecclesiae pastorum, V, 1), 19-111-75 (EV V, 1203), 
(c. 832): desaparece la recomendación de suplicar permiso al Ordinario para 
publicación de libros sobre cuestiones religiosas o morales por parte de los 
.clérigos. 
37. Me ocupé de este tema, en Un exponente de legislación postconciliar, 
~. c., pp. 192-200. 
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Con el tiempo, al no resultar tarea fácil la discriminación de los 
matices de licitud, el destinatario tiende, consciente o inconsciente-
mente, a abocarse a la sustancia del permiso, prescindiendo de la valo-
ración de las condiciones. La praxis, la vida objetiva de la norma 
-que necesariamente acaba destacándose de la voluntad del legisla-
dor- es propensa a generar supuestos integrados cuando se hace di-
fícil valorar el calibre de los condicionamientos. Por eso, a nuestro 
juicio, las normas integradoras del CIC tienen cierto fundamento legal 
próximo en la normativa de permisos condicionados de la legislación 
del postconcilio 38. 
Quisiera reseñar, como punto final, un rasgo que.parece deducirse 
del análisis de la función integradora. Al hablar de la función selec-
tiva indiqué que se me antojaba la menos consciente de las funciones, 
ya que venía en buena medida exigida por la misma estructura codi-
cial y no resultaba estrictamente una opción del legislador. Pues bien, 
la función integradora me parece, en cambio, la más consciente de las 
funciones. Quiero decir que asume un papel en cierto modo estratégico 
o táctico. A mi juicio, detrás de las normas integradoras podría des-
cubrirse la voluntad de preparar una adecuada recepción del CIC. Los 
medios para facilitar la acogida serían todos aquellos que pudieran 
acallar recelos «juridicistas»: quitar aparatosidad a la estructura nor-
mativa; reducirla, allá donde se pueda, a lo imprescindible; huir de la 
pormenorización y de la casuística; compendiar los núcleos funda-
mentales de la ley. En definitiva, presentar un derecho que no repugne 
por razones circunstanciales, que amplíe su umbral de acogida y que 
se haga asequible también a mentalidades de algún modo recelosas 
ante lo jurídico. Y en esta tarea es indudable que la función que he-
mos denominado integradora juega .un papel de importancia. 
38. El mismo legislador se hizo eco en el postconcilio de la tendencia a per-
petuarse que contienen las disposiciones transitorias o experimentales que afec-
tan a las conductas de los fieles: «Las soluciones provisionales que se han adop-
tado en estos últimos años, tienden a veces a convertirse en 'definitivas. Algunas, 
reprobadas por el «Consilium», permanecen aún, aunque son contrarias al sen-
tido litúrgico, al gusto estético y a un desarrollo cómodo y digno de las cele-
braciones sagradas» (Instr. Liturgicae instaurationes, 10, 5-IX-70 (EV 111, 2757»; 
cfr. también, en el mismo sentido, Circo Danssa récent, 3, 21-VI-67 (EV 11, 1407). 
Notable es también la siguiente apreciación, que interpreta otra norma ante-
rior, sobre el tema de communicatio in sacramentis: «No es lícito ignorar, por 
tanto, ninguno de ésos · requisitos si se quiere hacer un examen objetivo y pas-
toralmente responsable. Y es preciso hacer notar también que la Instrucción 
habla de casos particulares; que deben ser examinados, en consecuencia, singu-
larmente. Por todo ello, no se puede emanar una norma general que haga del 
caso excepcional una .categoría, ni convertir en ley la epikeia, haciendo de ésta 
una norma general» (Com. Dopo la publicazione, 6, 17-X-73 (EV IV, 1641». 
CÓDIGO Y LEGISLACIÓN POSTCONCILIAR 503 
Reducir la ley a sus núcleos indispensables, decíamos. Pero es de 
justicia señalar que el CIC, una vez presentados esos núcleos norma-
tivos fundamentales, tiene clara voluntad de protegerlos y de hacerlos 
imperativos. No encontraremos en el Código esa especie de optimismo 
jurídico que no atiende a posibles desvíos, ni se siente interpelado por 
hipotéticos comportamientos futuros contra ius. Al contrario, precisa-
mente en virtud de la estrategia que lleva consigo la función integra-
dora, su pretensión última será proveer a la norma de la suficiente 
credibilidad, de modo que, haciendo hincapié en lo fundamental y no 
en lo accesorio, se facilite su cumplimiento y su protección jurídica. 
La del Código es, en consecuencia, una óptica realista. 
3. Función estructurante 
Si contemplamos el Código como una estructura cuyas partes con-
cuerdan y se correlacionan, será fácil entender la función que ahora 
nos proponemos reseñar. Digamos que esta función es especialmente 
significativa, en cuanto que la legislación postconciliar se vio afectada 
por una comprensible falta de estabilidad y conjunción, como páginas 
atrás tuvimos ocasión de señalar. En este sentido es obvio que la fun-
ción estructurante opera con mayor hondura allí donde la materia 
potencial de un Código -de cualquier Código-, está menos estructu-
rada o tiene menos garantías de orden o de fijación jurídica. Hay 
que proceder entonces a un trabajo de concertación más profundo. 
~o puede extrañar que las normas del postconcilio adolecieran de 
estabilidad y conjunción. Eran normas apresuradas, dado que el in-
menso potencial jurídico que contenía el Concilio para reestructurar 
las instituciones, produjo, desde el primer momento, un extendido 
deseo de reforma que la Santa Sede asumió comb cosa propia y 
labor de urgencia. No cabían calendarios legislativos a largo plazo. 
Pero no eran solamente normas apresuradas, sino frecuentemente 
episódicas u ocasionales. La vida caminaba por delante y las necesi-
dades reales ofrecían motivos suficientes para elaborar respuestas nor-
mativas generales tomando ocasión de ellas 39. 
39. En su parte introductoria, numerósísimos documentos jurídicos del post-
concilio reconocen ser respuesta a peticiones de Conferencias Episcopales o de 
Obispos; cfr. por ejemplo, Decr. Ad instituenda experimenta, 4-VI-70 (EV 111, 
2566); Instr, Sacramentalem indolem, 15-V-74 (EV V, 479); Instr. Immensae 
cqritatis; 29-1-73 (EV IV, 1924); Instr. Sacramentali communione, 29-VI-70 (EV 
111, 2629); Decr. Episcoporum delectum, 25-111-72 (EV IV, 1593); Norm. pasto 
Sacramentum paenitentiae, 16-VI-72 (EV IV, 1653); ~irc. Novit protecto, 27-X-77 
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Aún hay más: el legislador, de una manera u otra, se ve obligado 
a dictar normas experimentales 40, en el entendimiento de que la so-
lución estable y definitiva se relega al Código y de que, mientras tanto, 
no cabe desechar la dimensión experimental que necesariamente va 
aneja a la caducidad de esta normativa de ocasión. No será extraño por 
tanto que en la legislación postconciliar se produzcan «dobletes» nor-
mativos en cascada sobre la misma materia 41, con progresiones esca-
lonadas, y reiteraciones. 
Por todo ello, las normas postconciliares se reconocen a sí mismas, 
explícita o implícitamente, como circunstanciales. 
Debemos reconocer que en la elaboración del CIC ha habido me-
nos prisa; han existido veinte años de pausada meditación colegial; 
y se ha contado además con la experiencia de la legislación postcon-
ciliar. Tan sólo estos motivos bastarían para dotar al Código de una 
estructura más estable. Pero el punto verdaderamente determinante de 
la función estructuradora es poder contar con todas las piezas del si s-
(EV VI, 373); Decr. Clericalia instituta, 27-XI-69 (EV 111, 1790); Instr. Liturgicae 
instaurationes, 5-IX-70 (EV 111, 2757). Especialmente significativa, por reconocer 
explícitamente la eficacia de los hechos como condicionante de la norma, es la 
Instr. Memoriale Domini, 29-V-69 (EV 111, 1273). Para los directorios, me ocupé 
de este tema en Un exponente de legislación postconciliar, o. c., pp. 130-131. 
40. La transitoriedad (donec Codex promulgetur) o el carácter ad experi-
mentum de su normativa, se puede contemplar explícitamente reconocido, por 
ejemplo, en MP Ecclesiae Sanctae, intr., 6-VIII-66 (EV 11, 752); Instr. Matrimonii 
Sacramentum, intr., 18-111-66 (EV 11, 655); Norm. Normis declarationis, 1, 13), 
20-V-68 (EV 111, 328); Instr. Renovationis causam, 111, VII), 6-1-69 (EV 111, 694); 
MP De Episcoporum muneribus, intr., 15-VI-66 (EV 11, 707); MPCausas matri-
moniales, intr., 28-111-71 (EV IV, 425); Instr. Dispensationis matrimonii, 1, 7-111-72 
(EV IV, 1572); Decr. Processus iudicialis, 2-111-74 (EV V, 112); Decr. Accidit in 
diversis, 11, 11-VI-76 (EV V, 2065) . 
41. Se podría aducir, por ejemplo, el siguiente elenco de documentos post-
conciliares que tratan íntegra o parcialmente sobre traducción y edición de tex-
tos litúrgicos: Instr. Inter oecumenici, 26-IX-64 (EV 11, 211); Instr. Popularibus 
interpretationibus, 2-VI-65 (EV 11, 298 in n.); Circo Dans sa récent, 21-VI-67 (EV 
11, 1407); Circo Aussit6t apres, IO-VIII-67 (EV 11, 1528); Decl. In conficiendis, 
6-XI-68 (EV 111,421 in n.); ·Instr. Comme le prévoit, 25-1-69 (EV 111, 748); Decl. 
Piures liturgicae commissiones, 15-IX-69 (EV 111, 1606); Norm. In confirmandis 
actis, 6-11-70 (EV 111, 1994); Decl. Nonnullae commissiones, 15-V-70 (EV 11, 250 
in n.); Circo Dum toto terrarum, 25-X-73 (EV IV, 2611); Decl. Instauratio litur-
gica, 25-1-74 (EV IV, 2617); Ep. Decem iam annos, 5-VI-76 (EV V, 2025). Con res-
pecto & normas sobre communicatio in sacris y pérdida del estado clerical, cfr.-
notas 52 y 59 de este mismo trabajo. Se podrían hacer elencos semejantes sobre 
temas como la concelebración, comunión bajo las dos especies, lugar de cele-
bración de la Eucaristía, matrimonios mixtos, etc. En esta materia resulta es-
pecialmente interesante el itinerario de remodelación del Misal Romano y su 
Institutio generalis, retocados sucesivamente en cinco ocasiones, desde el 6-IV-69 
hasta · el 27-111-75. Para seguir este proceso, cfr. EV 111, 2014 in n. 
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tema de modo simultáneo. Es entonces cuando cada parcela del orde-
namiento jurídico se siente interpelada por las demás, y puede pro-
cederse a su engranaje sistemático en el conjunto. 
A nuestro juicio, en la legislación postconciliar no faltó lucidez al 
legislar, pero es indudable que no pudo llevarse a cabo ese cohe-
rente engarce de todas las instituciones, de todos los organismos, en 
una adecuada perspectiva estructural. Faltaba tiempo; faltaba un estu-
dio comparativo que ofreciera simultáneamente todos los elementos 
jurídicos que estaban siendo sujetos a reforma legal; y sobraba direc-
tividad en la presentación de los supuestos jurídicos. Este último punto 
podía provocar, por la natural tendencia hacia la inconcreción de las 
normas directivas, pequeños desajustes entre las distintas parcelas 
del ordenamiento jurídico. 
Sería muy ingenuo pensar que en el Código no existen también 
desajustes de estructura; sin duda los hay, pero por -razones muy dis-
tintas a las que aquí se enumeran. Lo cierto es que la legislación post-
conciliar estaba reclamando que el Código desempeñara con decisión 
esta función de ensamblaje. 
Digamos también que, análogamente a la función selectiva, la fun-
ción estructurante no es, en sentido estricto, una función pretendida y 
voluntaria, como un propósito intencional del legislador. No es una 
función correctora de abusos o de desvíos, sino el resultado necesa-
rio en que desemboca el esfuerzo de concertación. 
Procedamos a designar las situaciones concretas en que se cumple 
con mayor profundidad esta función de ensamblaje. El capítulo de 
mayor relieve consiste en armonizar la descripción organizativa. El 
campo de la organización eclesiástica parece el más afectado por la 
función estructuradora; es donde más fácilmente puede detectarse la 
necesidad del ensamblaje y quizás el espacio más adecuado para que 
opere cualquier tipo de ordenación estructural. Piénsese, .por ejemplo, 
que al hablar de la organización eclesiástica se suele utilizar frecuen-
temente la expresión de «estructura» jerárquica de la Iglesia. 
No pocos documentos legislativos del postconcilio tuvieron como 
misión delinear extensas áreas de la organización eclesiástica a nivel 
universal y particular. Es sobre todo en la estructura de la Iglesia par-
ticular donde encontramos un buen número de ajustes. El primer blo-
que atañe a cargos y organismos curiales, entre los que cabe destacar, 
como figuras nuevas, la del ecónomo, el consejo de cuestiones econó-
micas y el moderador de la Curia 42. Otros ajustes organizativos hacen 
42. Cfr. c. 473 && 2 Y 3, para moderador de Curia; c. 494, para el ecónomo; 
cc. 492-493, para el Consejo de cuestiones económicas. Aunque la legislación post-
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referencia a la situación de sede vacante, con respecto a la cual cobra 
vida el cargo de administrador diocesano y se vigoriza fuertemente la 
figura del Colegio de consultores, importante órgano de creación co-
dicial 43 • Otro punto de interés en esta materia viene ofrecido por los. 
matices con que delinea el CIC los cargos capitales de la Curia 44, que 
manifiestan también algunos detalles de cambio de orientación res-
pecto a la legislación posconciliar. 
Algo semejante cabría decir, para cerrar este breve recorrido a tra-
vés de aspectos de organización diocesana, acerca de una modificación 
conciliar sobre estas figuras es prácticamente nula (se puede encontrar algún 
reflejo del Consejo de cuestiones económicas en Dir. Ecclesiae imago, 135, 
22-II-73 (EV IV, 1945», estimamos sin embargo que el CIC tiene función estruc-
turante respecto a la legislación postconciliar sobre esta materia, porque los 
documentos postconciliares, 'pudiendo haber delineado estos oficios y organis-
mos, no lo hicieron: trabajaron sobre la materia, pero sin percibir la necesi-
dad de estructurar jurídicamente estas figuras. Se puede consultar, para docu-
mentar la novedad de estos cánones, Communicationes, 5 (1973), pp. 225-226; 
Communicationes, 13 (1981), pp. 114-117, 120, 126-127. Hay algunas novedades ca-
diciales en otras materias que, aunque teóricamente hubieran cabido en las 
normas postconciliares, se relegaron sin duda conscientemente al código, y que 
por tanto no tienen la misma significación estructurante que las que comenta-
mos aquí; cfr., por ejemplo, cc. 967-969, sobre la facultad de oír confesiones: 
la legislación postconciliar trabajó abundantemente sobre materia penitencia} 
pero, aun percibiendo ::"""porque eran obvias- las dificultades que arrastraba 
el régimen antiguo de facultades de los ministros del sacramento, prefirió des· 
tinar al código su regulación técnica definitiva. 
43. Cfr. cc. 409 &: 1 Y 421, para el administrador diocesano; cc. 502 y 421 & 1,. 
para la ñaturaleza del Colegio de consultores y su función en sede vacante. Estas 
figuras se destacan completamente de las diseñadas en MP Ecclesiae Sanctae, 
1, 13& 3), 6-VIII-66 (EV II, 752); ibid., 1, 17 & 2); Dir. Ecclesiae imago, 205, 
22-II-73 (EV IV, 1945), .que no pueden considerarse ni siquiera precedentes. Para 
documentar la novedad de estas figuras, cfr. Communicationes, 12 (1980), pp. 
312-313; Communicationes, 13 (1981), pp. 120-121. 
44. Cfr., por ejemplo, MP Ecclesiae Sanctae, 1, 13 Y 14 & 1), 6-VIII-66 (EV II, 
752) Y Dir. Ecclesiae imago, 199, 201-202, 22-II-73 (EV IV, 1945), (cc. 403, 406 Y 
475 & 1): todos los Obispos coadjutores tienen ~derecho de . sucesión y están da-
tados de especiales facultades; los Obispos Auxiliares se dividen en simples 
Obispos Auxiliares y Auxiliare~ dotados de especiales facultades; los Obispos 
Coadjutores y los Auxiliares dotados de especiales facultades han de ser nombra· 
dos Vicarios Generales; los simples Obispos Auxliares han de ser constituidos al 
menos Vicarios episcopales, a no ser que en las letras de nombramiento se diga 
otra cosa; los simples Obispos Auxiliares siempre están en dependencia del Obis-
po diocesano, Coadjutor o Auxiliar dotado de especiales facultades; hay obli-
gación absoluta, y no relativa, de nombrar Vicario general en la diócesis. Para 
documentar la novedad de estos cánones, se puede consultar Communicationes, 
12 (1980), pp. 309-312. Cfr. también, por ejemplo, Decr. Ad Romanam Ecclesiam, 
3, 29-VI-75 (EV V, 1394), (c. 400 & 2): el Obispo COádjutor sólo puede hacer la 
visita ad limina si el Obispo diocesano está impedido. 
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relativ& a la designación de los componentes del Consejo presbiteral, 
y de un probable cambio de óptica en la descripción del consejo pas-
toral 45. 
En todos estos supuestos ocurren modificaciones del material nor-
mativo anterior en aspectos organizativos. Hasta qué punto tales nove-
dades sean expresión de la función que hemos llamado estructurante, 
no siempre es igualmente claro; es indudable, sin embargo, que el 
necesario despiece orgánico que efectuó la normativa del postconcilio 
para la regulación aislada de cada una de las parcelas organizativas, 
estáell el fondo de estos necesarios reajustes. 
El segundo de los ámbitos de ensamblaje y coordinación tiene cla-
ras semejanzas y dependencias con el que acabamos de estudiar. Se 
trata ahora de ajustar la "atribución de competencias. Delineado y des-
crito el órgano o el oficio, se hace necesario precisar las competencias 
que se le asignan. Sobre este particular tiene especial relieve el em-
peño del CIC por llevar a cabo una sujeción a derecho de todas las 
competencias de la Conferencia episcopal, sobre todo de las norma-
tivas, aunque no sólo de éstas. En el afán clarificador de fijación 
' taxativa no ha dejado de haber reajustes 46. 
45. Cfr. Circo Presbyteri sacra, 7, ll-IV-70 (EV 111, 2449), (c. 498): la porción 
de los miembros elegidos por sufragio ha pasado de ser maior pars a ser dimidia 
circiter pars; Dir. Ecclesiae imago, 204, 22-11-73 (EV IV, 1945), (c. 511): el Con-
sejo pastoral no se presenta como un órgano diocesano de coordinación pastoral 
en la cúspide de un engranaje cuya dirección estaría llamado a ejercer, sino 
como un órgano de asesoramiento al Obispo. Para este matiz de cambio, cfr. 
J. 1. ARRIETA, Código de Derecho Canónico. Edición anotada, Pamplona, 1984, 
pp. 355-356; en sentido diverso, J. SÁNCHEZ, Código de derecho canónico, Madrid, 
1985, p. 276. 
46. Cfr., por ejemplo, Dir. Ecclesiae ¡mago, 64, 22-11-73 (EV IV, 1945), (c. 
772 & 1): no se contempla la posibilidad de que la Conferencia· episcopal pre-
pare un programa único de predicación para todo el territorio; ibid., 88, (c. 1264): 
pertenece a la reunión de Obispos de cada provincia, y no a la Conferencia 
episcopal, lo relativo al establecimiento' de tasas y aportaciones con respecto a 
sacramentos y sacramentales; MP Ecclesiae Sanctae, 1, 5), 6-VIII-66 (EV n, 
752), (ce. 1274 & 4 Y 1275): se especifica que los consorcios y federaciones para 
distribución de masas de bienes pueden ser interdiocesanos; y las normas rela-
tivas a su administración deben ser acordadas ' entre los Obispos interesados; 
ibid., 1, 10), (c. 377 & 2): corresponde ' en primer lugar a los Obispos de la 
provincia eclesiástica elaborar la lista de presbíteros idóneos para el Episcopado. 
Estas limitaciones podrían responder a la configuración jurídica . que hace el 
Código de la naturaleza de las Conferencias episcopales: Dir. Ecclesiae imago, 
210, (c. 447): los Obispos ejercen conjuntamente, reunidos en Conferencia,munéra 
quaedam pastoralia, y no munus suum pastorale (la norma del Directorio cita, 
sin embargo, las palabras de Christus Dominus, 38). Hay que advertir, a pesar 
de ello, que en algunas ocasiones las competencias cambian de signo en sentido 
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Resulta también muy interesante la tarea de concordar la delinea-
ción de los supuestos jurídicos en virtud de la incidencia que mani-
fiestan determinadas normas codiciales de tenor general (aunque no 
necesariamente comprendidas en el Libro 1) sobre otros cánones del 
propio Código, que result~n así modificados respecto a la legislación 
postconciliar por exigencia de presupuestos normativos generales 47. La 
organización eclesiástica ofrecía el espacio más amplio para la actua-
ción · de la función .estructurante o de ensamblaje; el área que acaba-
mos de contemplar -las modificaciones exigidas por presupuestos 
normativos generales- es la más característica si ponderamos la fun-
ción estructurantedesde la perspectiva de la técnica jurídica propia 
de las modernas codificaciones. 
Como un último ámbito de coordinación, si bien de tono menor, 
diverso; cfr., por ejemplo,Ordo initiationis christianae adultorum, 20, 44 Y 66, 
6-1-72 (EV IV, 1345), (c. 788 & 3): se acrecienta la facultad de las Conferencias 
episcopales para delinear el estatuto del catecumenado, antes fundamentalmente 
en manos de los Obispos diocesanos; MP Ecclesiae pastorum, 2, 19-1II-75 (EV V, 
1203), (c. 825): los libros de la Sagrada Escritura deben tener aprobación o li-
cencia de la Conferencia Episcopal, en lugar .de aprobación y consentimiento 
del Ordinario del lugar. 
47. Cfr., por ejemplo, los cambios operados, por imperativo del c. 157, re-
ferente a la libre colación de oficios por parte del Obispo diocesano, en · MP 
Ecclesiae Sanctae, 1, 19), 6-VIII-66 (EV II, 752), (c. 554); Ratio fundamentalis 
institutionis sacerdotalis, 28,6-1-70 (EV III, 1796), (c. 259 & 1); ibid., 33, (c. 253 & 
1). Por imperativo del c. 295 & 1 se añade la posible incardinación de diáconos 
a las Prelaturas personales: . MP Sacrum diacona tus ordinem, 18, 18-VI-67 (EV II, 
1368), (c. 266 & 1). Por imperativo o analogía con el c. 844 & 4, se añade la im-
posibilidad de acudir a un ministro de la propia confesión religiosa para que 
un bautjzado no católico sea admitido a las exequias: Decr. Accidit in diversis, 
II, ll-VI-76 (EV V, 2065), (c. 1183 & 3). Por imperativo del c. 229 & 3 se omite 
toda referencia a la condición sacerdotal de los profesores: Ratio fundamentalis 
institutionis sacerdotalis, 33, (c. 253). Por congruencia con el c. 208 se cambia 
la expresión «reducción al estado laical» por «pérdida del estado clerica¡»: Norm. 
Antequam causam reductionis, passim, 13-1-71 (EV IV, 83), (cc. 290 ss.). Por im-
perativo del c. 607 & 2 desaparece la posibilidad de realizar la profesión religiosa 
con otros vínculos que no sean los votos: Instr. Renovationis causam; 34, 6-1-69 
(EV III, 694), (c. 654). Por imperativo, probablemente, del c. 1274, que prevé 
ese capítulo a través del fondo común diocesano, se omite como motivo de la 
retribución de los clérigos el socorro de los pobres, MP Ecclesiae Sanctae, 1, 8), 
.(c.281 & 1). Por imperativo del c. 97 & 1 aumenta a17 años ' la edad requerida 
para la admisión al noviciado -que antes sólo se deseaba genéricamente diutius 
esse prolatandam-, y disminuye la edad requerida para el ayuno: Instr. Reno-
vationis causam, 4, (c. 643 & 1, 1.0); Consto Ap. Paenitemini, 4, 17-II-66 (EV II, 
625), (c. 1252). Por imperativo del c. 824, que distingue entre aprobación y li-
cencia, se distinguen estos dos supuestos en lo relativo a exposición y venta de 
libros en iglesias u oratorios: Decr. Ecclesiae pastorum, IV, 4), 19-II1-75 (EV V, 
1203), (c. 827 & 4)~ 
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destacaríamos el esfuerzo por homogeneizar las formulaciones de los 
supuestos jurídicos 48, de modo que se emplee en todo el CIC un léxico 
unívoco. Esta unificación es fruto de la función estructurante; es decir~ 
se induce comparativamente de las distintas alternativas de formula-
ción que un mismo supuesto jurídico -u otro semejante- pudiera 
ofrecer en distintos lugares sistemáticos del Código. 
4. Función correctora 
Llegamos a la última función que nos interesaba señalar. La fun-
ción correctora se integraría dentro de las que hemos llamado fun-
ciones intencionales, pretendidas por el legislador. No e!?, en conse-
cuencia, como las funciones selectiva y estructurante, una reacción 
más bien necesaria e impersonal del sistema jurídico en virtud de sus 
propias exigencias internas. Deberemos alinearla, así pues, junto a la 
función integradora, como movimiento voluntario del legislador; en 
este caso para modificar o corregir formulaciones jurídicas concretas 
de la legislación postconciliar. 
La función integradora y la función correctora guardan entre sí 
una relación de oposición, aunque en el conjunto del ordenamiento 
resulten congruentes e incluso complementarias. Constituyen un re-
flejo, en el nuevo Código, de lo que podríamos llamar la pugna per-
manente que en el orden jurídico manifiestan la autonomía y la se-
guridad. De una parte -en todo ordenamiento- existe un esfuerzo 
por facilitar la actividad, fomentar la intervención voluntaria y pro-
48. Los términos que se han sustituido quizás con más intención y ampli-
tud han sido los de diócesis por Iglesia particular, y ordinario por Obispo dioce-
sano, como efecto de una clarificación técnica de cada uno "de los términos, 
utilizados antes indiscriminadamente. Cfr., por ejemplo, para la sustitución de 
diócesis por Iglesia particular: MP Ecclesiae Sanctae, 1, 3 & 2), 6-VIII-66 (EV 
11, 752) , (c. 271 & 1); ibid., 1, 3 & 4), (c. 271 & 2), ibid., 1, 3 & 5), (c. 268 
& 5); MP Sacrum diaconatus ordinem, 18, 18-VI-67 (EV 11, 1368), (c. 266 & 1); 
MP Ad pascendum, IX, 15-VIII-72 (EV IV, 1771), (c. 266, & 1). Para la sustitución 
de Ordinario por Obispo diocesano, cfr., por ejemplo, MP ' Ecclesiae Sanctae, 1, 
3 & 2), (c. 271 & 1); ibid., 1, 3 & 4), (c. 271 & 2); ibid., 1, 3 & 5), (c. 268 & 1); 
ibid., 1,25 & 1), (c. 678 & 1); ibid., 1, 30, (c. 681 & 2); ibid., 1, 34, (c. 616 & 1); 
ibid., 1, 38, (c. 683); MP Pastorale munus, 11, 1), 30-XI-63 (EV 11, 85), (c. 763); 
ibid., 11,2), (c. 967 & 1); Norm. Pasto Sacramentum paenitentiae, V, 16-VI-72 (EV 
IV, 1653), (c. 961 & 2). Otras sustituciones léxicas de menor entidad afectan, por 
ejemplo, a provincia por circunscripción, secularización por salida del Instituto, 
Iglesia local por Iglesia' particular, religión por instituto religioso, votos solem-
nes por votos públicos perpetuos, jurisdicción por potestad de régimen, etc. 
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tegcr la libertad y la iniciativa; de otra, el derecho reclama también 
la formalidad y definición de los actos y la determinación taxativa 
de las instituciones. La primera tarea es la que el Código asume bajo 
la función integradora; la segunda la encauza -en buena medida, por-
que también la función estructurante tiene esta finalidad- median-
te la función correctora. 
Hay que decir, sin embargo, que el CIC no pretende ningún tipo 
de ruptura con la legislación del postconcilio; su intención principal 
es acoger y refundir todo ese material legislativo, al que se considera 
válido de partida. Los esfuerzos correctores y revisores del CIC 83 re-
caen sobre el Código anterior; la legislación que se desarrolla en de-
pendencia del Concilio no es, en ese sentido, centro de la atención 
correctora del legislador; ofrece, por el contrario, cierto carácter pa-
radigmático". En virtud del origen de esas normas, nacidas al aliento 
de las directrices conciliares, el legislador se comporta frente a ellas 
con exquisito respeto, como valorando su ascendencia. 
Por todo lo dicho no es de extrañar que la función correctora no 
goce de gran protagonismo. No lo tiene en extensión: no son muchas 
las normas postconciliares afectadas por modificaciones correctoras. 
Nos parece sin embargo que, precisamente por eso, cuando las co-
rrecciones tienen lugar, deben ser consideradas en una dimensión va-
lorativa específica y cualificada. Serán siempre correcciones con senti-
do y significativas, nunca aleatorias o irrelevantes. 
Se hace preciso conectar ahora con lo que anteriormente hemos co-
mentado acerca de la función integradora. Explicábamos entonces que 
el intento último de esa función podía entenderse en clave estratégica: 
se proponía presentar la norma jurídica despojada de lo accesorio, 
de todo aquello que en lugar de impulsar, retrajera de su cumplimien-
to. Y esto paJ:a que la fuerza del derecho descansara de modo total 
sobre los núcleos jurídicos fundamentales que se intentaban proteger. 
En está misma dirección habría que alinear la función correctora. Se 
trataría por tanto de corregir las iniciativas de derecho o las técnicas 
jurídicas que se han demostrado inconvenientes -en el correr de los-
años postconciliares- para proteger esos núcleos jurídicos fundamen--
tales que al CIC le interesa que sean operativos y que permanezcan 
a resguardo de cualquier desvío. 
Debe tenerse en cuenta esta doble coordenada: para que la función 
correctora actúe se hace preciso tanto la comprobación experimental 
de la inconveniencia de una medida jurídica adoptada en el postcon-
cilio, como el hecho de que ese proceder inconveniente atente contra 
la eficacia o propicie la incorrecta comprensión de algún núcleo jurí-
dico . de transcendencia. 
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Pero, ¿ cuáles son esos núcleos fundamentales que se intentan pro-
teger? Es difícil establecer una categoría genérica que califique con 
precisión todos los supuestos; parece claro, sin embargo, que se tra-
ta de realidades teológico-dogmáticas de largo alcance, normalmente 
de orden sacramental o constitucional. Como es obvio, en estos casos 
el CIC no lleva a cabo correcciones de bulto, sino de detalle: no son 
correcciones que hacen posible la interpretación adecuada o la recta 
operatividad del supuesto, sino que se trata de modificaciones corree: 
toras que impiden la minus recta interpretatio 49 o que facilitan la ac-
tividad jurídica conveniente. 
Advertimos el primer bloque de correcciones en la delineación ju-
rídica de los sacramentos y de la actividad sacramental. En algún 
caso, más que de correcciones propiamente dichas cabría hablar de 
reforzamiento de aspectos que en las normas postconciliares se presu-
ponían o no se acentuaban. La abundante repetición de determinados 
áspectol> dogmáticos~sacramentales 50, precisamente cuando -en un 
cuadro fiable de comparaciones- refuerzan aspectos menos ' frecuen-
tes en la legislación postconciliar, podrían integrarse dentro de la: 
función correctora. 
Cabe resaltar que esta vertiente de correcciones asume y emplea 
un modo muy propio de la legislación postconciliar: el carácter expo-
sitivo. Por medio de la ' exposición de la doctrina se pretende generar 
el convencimiento del destinatario; no se arbitran técnicas jurídicas 
49. Cfr. Dir. Ad totam Ecclesiam, 57, 14-V-67 (EV 11, 1194), donde se puede 
recabar un testimoni<;> de la conciencia que la propia legislación postconciliar 
poseía de presentar supuestos susceptibles de menos recta interpretación: "Se-
dulo curent pastores ut fideles de ratione evangelica et oecumenica huius llor-
mae edoceantur, ad omnem interpretationemminus rectam vitandam». 
50. Tal podría ser, por ejemplo, la persistente insistenCia del CIC (sobre todo 
en los cc. 897-899) en subrayar el carácter sacrificial de la Eucaristía. La signi-
ficación correctora de esa insistencia viene avalada por la misma normativa post-
conciliar. La Institutio generalis Missalis Romani, publicada el 6-IV-69, motivó 
una declaración, 18-XI-69 (EV III, 2014 in n.) sobre el alcance doctrinal limitado 
de sus contenidos, y sufrió una doble serie de variaciones en las dos ediciones 
típicas de 26-111-70 y 27-111-75; sobre el aspecto sacrificial pueden verse las mo-
dificaciones de los nn. 7 y 48 de la definitiva redacción (EV III, 2017). La insis-
tencia del CIC en los cánones citados no puede 'interpretarse como trasposición 
de los contenidos del CIC 17; aunque éste ha servido de urdimbre básica para la 
delineación jurídica de algunas áreas del Sacramento de la Eucaristía, los cc. 
S97-899 no encuentran estrictamente un paralelo en el CIC 17. Otro ejemplo, 
en materia del Sacramento de la Penitencia, hace referencia a la expresión (,con-
fesión individual7>, 'que resulta significativa sobre todo si observamos que Se 
introduce en ocasiones sobre algunos pasajes paralelos de la legislación post-
conciliar; cfr., por ejemplo: Ordo paenitentiae, 7 a), 2-XII-73 (EV IV, 2673), 
(c. 988 & 1); ibid., 33, (c. 962 & 1). ' 
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de protección: simplemente se formula la doctrina y, si es caso, se 
ofrece su ratio. 
En el campo de la actividad sacramental, pero ya con una actitud 
correctora positiva, se pueden señalar como ejemplo, además de otros 
supuestos menores 51, los casos de los cánones 844 § 4 y 961 §§ 1 y 2. 
El primero de ellos hace referencia a la communicatio in sacramentis, 
concretamente en la Eucaristía, Penitencia y Unción de los enfermos. 
El Código recoge casi textualmente la norma del Directorio e<;:umé-
nico (n. 55), donde se admite la administración de esos sacramentos 
cuando el hermano separado, en peligro de muerte o en caso de ur-
gente necesidad, no puede acceder al ministro de su propia comunión 
y pide espontáneamente los sacramentos a un sacerdote católico, siem-
pre que muestre una fe acorde (consentanea) con la fe de la Iglesia 
respecto a esos sacramentos, y esté bien dispuesto. 
Sólo quien no haya seguido el desarrollo de la legislación en torno 
al ecumenismo en el período del postconcilio podría decir que esa 
palabra que hemos subrayado (consentanea, acorde), no tiene trans-
cendencia doctrinal. Al menos cinco tomas de postura de la autoridad 
con carácter interpretativo . se suceden en los años siguientes 52. Y es 
que esa palabra -y su contexto próximo- admitían, como se com-
probó, interpretaciones contradictorias 53. No es de extrañar que, hace 
ya años, algún autor se pronunciara en el siguiente sentido: «De ahí 
que parezca completamente necesario, a la hora de la refundición 
jurídica de toda esta normativa en el nuevo Código de Derecho Canó-
nico, que se evite el vocablo (consentanea) que ha dado lugar a tantos 
51. Cfr., por ejemplo, Ordo Confirmationis, 8, 22-vnl-71 (EV IV, 1083), (c. 
884 & 2): se exige causa grave -cuando antes se exigía sólo necesidad- para 
asociar a otros presbíteros como ministros de la Confirmación; Dir. Ad totam 
Ecclesiam, 44, 14-V-67 (EV n, 1194), (c. 844 & 2): se cambia aconsejar por permi-
tir para el acceso a la communicatio in sacramentis en algunos supuestos; Ordo 
baptismi parvulorum, lO, 15-V-69 (EV In, 1091), (c. 874 & 2): se excluye de la 
condición de padrino de bautismo (aun admitiendo la de testigo) al bauti-
zado no católico; ibid., 26, (c. 767 & 1): se reserva la homilía al sacerdote y 
diácono, desapareciendo la posible excepción postconciliar. 
52. Nota del Presidente del Secretariado para la unión de los cristianos 
(L'Osservatore Romano, 6-X-68); Discurso de Pablo VI a los miembros del Se-
cretariado para la unión de los cristianos (L'Osservatore Romano, 14-XI-68); Decl. 
Dans ces derniers temps, 7-1-70 (EV nI, 1948); Instr. In quibus rerum circums-
tantiis, l-VI-72 (EV IV, 1926); Not. Dopo la pubblicazione, 17-X-73 (EV IV, 1641). 
53. Cfr., por ejemplo, dos interpretaciones de la misma palabra que resultan 
precisa y exactamente contradictorias, en estas dos referencias bibliográficas: 
J. L. WITTE, The Basis of Intercommunion, Gregorianum, 51 (1970), p. 105; P. Ro-
DRíGUEZ, La "intercomunión» y la unidad de fe en la Iglesia, lus Canonicum, 30 
(1975), p. 361. 
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equívocos, y se diga, sencillamente y sin temor, lo que se quiere decir: 
que hay que profesar, acerca de la Eucaristía, fidem quam tenet Eccle-
sia Catholica» 54. Pues bien, es eso precisamente lo que ha hecho el Có-
digo, al exigir, como condición básica, fidem catholicam quoad eadem 
sacramenta 55. 
El ejemplo del c. 961 §§ 1 Y 2 contiene una doble indicación, que 
a mi juicio puede interpretarse también como correctora. Se trata del 
cambio de enunciación general de la norma sobre absoluciones colec-
tivas, que ha pasado del licet si al non potest nisi 56. Ciertamente no 
es más que un indicio de cambio corrector, que se corrobora sin em-
bargo con la sustracción, en el párrafo siguiente, de la competencia 
jurídica del sacerdote para evaluar las condiciones requeridas, función 
ahora exclusiva del Obispo diocesano 57. 
Hacíamos referencia antes a que la función correctora atendía a 
cuestiones de largo alcance dogmático doctrinal. Ya hemos sugerido 
algunas en referencia a los sacramentos. No faltan tampoco, como avi-
samos, temas de orden constitucional. Dentro de este género desta-
caría, como considerablemente significativa, la modificación de la pri-
mera norma del MP Apostolica sollicitudo,. llevada a cabo por el 
c. 342 5". Sin duda para garantizar los cauces propios del ejercicio de 
la colegialidad y evitar de esta forma equívocos innecesarios, el canon 
sustrae de la definición jurídica del Sínodo de los Obispos el carácter 
perpetuo por naturaleza y su condición de representante del episcopa-
54. P. RODRíGUEZ, La <<intercomunión» ... , O.c., p. 361. 
55. El tenor literal del c. 844 & 4 sobre este punto, es: « ... dummodo quoad 
eadem sacramenta fidem catholicam manifestent ... ». 
56. Cfr. Ordo paenitentiae, 31, 2-XII-73 (EV IV, 2673) Y Norm. Pasto Sacra-
mentum paenitentiae, In, 16-VI-72 (EV IV, 1653), (c. 961 & 1). 
57. Cfr. Ordo paenitentiae, 32, 2-XII-73 (EV IV, 2673) Y Norm. Pasto Sacra-
mentum paenitentiae, V, 16-VI-72) (EV IV, 1653), (c. 961 & 2). Sobre la intención 
correctora de los supuestos considerados en esta nota y la anterior, puede verse 
Communicationes, 10 (1978), pp. 52-53. 
58. Compárese el tenor de ambas normas: «Synodus Episco'porum, qua Epi-
scopi selecti e diversis orbis regionibus Supremo Ecclesiae Pastori validiorem 
praestant adiutricem operam, ita constituitur, ut sit: a) institutum eccesiasti-
cum centrale; b) partes agens totius Catholici Episcopatus; c) natura sua perpe-
tuum; d) quoad structuram, ad tempus atque ex occasione munere suo perfun-. 
gens» (MP Apostolica sollicitudo, 1, 15-IX-65 (EV 11, 444». «Synodus Episcoporum 
coetus est Episcoporum qui, ex diversis orbis regionibus selecti, statutis tempo-
ribus una conveniunt ut arctam coniunctionem inter Romanum Pontificem et 
Episcopos foveant, utque eidem Romano Pontifici ad incolumitatem incremen-
tumque fidei et morum, ad disciplinam ecclesiasticam servandam et firmandam 
consiliis adiutricem operam praestent, necnon quaestiones ad actionem Ecclesiae 
in mundo spectantes perpendant» (c. 342). 
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do católico. El Sínodo queda por tanto reseñado en su naturaleza y 
composición como una Asamblea de Obispos escogidos de las distin~ 
tas regiones del mundo, que se reúnen en ocasiones determinadas. 
El segundo bloque de supuestos donde a nuestro juicio puede de-
tectarse la actividad de la función correctora, tiene una dimensión · más 
práctica. · No se trata ya de cuestiones de orden teórico y doctrinal, 
aunque, sin duda las reflejan. Si quisiéramos titular genéricamente 
este orden de supuestos, podríamos definir estas modificaciones nor-
mativas como aquellas que pretenden proteger jurídicamente el carác-
ter sagrado y permanente de algunos vínculos y compromisos. Me es-
toy refiriendo a los vínculos de la sagrada ordenación y del celibato, 
al de la consagración religiosa y al vínculo matrimonial. 
A nadie se le oculta la importancia de esta materia, que sin duda 
puede incluirse de pleno derecho en lo que hemos propuesto como 
objeto genérico de la función correctora: la protección de núcleos 
jurídicos fundamentales. Los vínculos generados por la ordenación sa-
grada, la consagración religiosa y el matrimonio suponen los fenó-
menos más característicos de la iniciativa personal y de la interven-
ción voluntaria en el ordenamiento canónico; originan, por lo demás, 
un entramado de relaciones denso y permanente, a cuya protección 
se destinan un conjunto muy característico de recursos técnicos. 
Respecto al vínculo de la sagrada ordenación, en agudo contraste 
con las normas postconciliares 59, el c. 291 procede a distinguir entre 
la pérdida del estado clerical y la dispensa de la obligación del celi-
59. Las normas· postconciliares relativas a la pérdida del estadó clerical y 
dispensa del celibato, son: carta y Regulae servandae de la S. C. del Santo Ofi-
cio, 2-I1-64 (no publicadas en AAS ni en EV): se crea una Comisión especial para 
dilucidar, a la vez, }¡is peticiones de reducción al estado laical y la dispensa de 
la obligación del celibato, y se establecen normas de naturaleza judicial para la 
investigación; Enc. Sacerdotalis caelibatus, 84, 24-Vl-67 (EV I1, 1415): se man-
tiene el carácter judicial de la investigación y se anuncia que el examen podrá 
también atender a otras causas gravísimas no contenidas en la legislación canó-
nica vigente; Circo Litteris Encyclicis y Norm. Antequam causam reductionis, 
13-1-71 (EV IV, 72): se abrevia el tiempo requerido para la solución de las cau-
sas y se modifica la naturaleza de la investigación, que pasa a ser un mero 
reconocimiento de la verdad de los motivos alegados, en vez de ser un pro-
,ceso judicial. La reducción se efectúa por rescripto y comprende la dispensa 
del celibato; Decl. Die 13 januarii, 26-VI-72 (EV IV, 105): interpreta más estric-
tamente los criterios de las normas anteriores para evitar una concesión mecá-
nica de dispensas, pero no modifica sustancialmente el trámite; Circo Per Litte-
ras y Norm. Ordinarius competens, 14-X-80 (AAS 72 (1980), pp. 1132-1137): se 
regula el procedimiento de petición de dispensa del celibato; ya no se identifi-
can ambos conceptos: pérdida del estado clerical y dispensa del celibato. Los 
cc. 290-292 modifican profundamente las normas de .1964 y 1971, Y confirman la 
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'bato. Ciertamente; la fifiálidad de esta medida -un recurso técnico 
,de protección- mira a salvaguardar la permanencia del vínculo de 
'ordenación sagrada. 
Algo semejante cabría decir del vínculo de consagración en los ins-
titutos religiosos. Tradicionalmente ese vínculo era reforzado, sacra-
lizado y hecho público a través de los votos. En realidad el CIC no 
ha hecho sino reafirmar esta mis~a idea que, sin embargo, en la 
legislación postconciliar 60 admitía excepciones matizadas. 
Con referencia al matrimonio los recursos técnicos de protección 
<lel vínculo que presenta el CIC con carácter corrector se centran en 
aspectos procesales, ámbito en el que podemos encontrar también ac-
tividad de la función integradora 61. El esfuerzo corrector -que no tie-
ne la relevancia de los casos anteriores- afecta, en consecuencia, a las 
normas instrumentales más que a las normas sustantivas de la insti-
tución matrimonial 62 • 
dirección que marcaban las de 1980, que ya tenían matiz corrector. Puede de-
mostrarse la dimensión correctora que asume el Código, por comparación de 
los cánones actuales con los proyectos codiciales previos: cfr. Communicationes, 
3 (1971), p. 197. Todo este proceso ha sido explicado pormenorizadamente por 
1. RINCÓN, Código de Derecho Canónico. Edición anotada, o.c., pp. 223-226. 
60. Cfr., por ejemplo, Instr. Renovationis causam, 10, 1), 34; 38, 6-1:69 (EV 
111, 694), (cc. 607 y 654): ya no caben, para los institutos religiosos (sí para 
los institutos seculares), otro género de vínculos o ligámenes que no sean los 
'votos tradicionales. También suponen protección del vínculo, aunque en una di-
mensión distinta, otras matizaciones correctoras en referencia a los institutos 
religiosos: Decr. Cum superiores generales, 27-XI-69 (EV 111, 1789), (c. 688 & 2): 
'se precisa causa grave para solicitar el indulto de abandono del instituto duran-
te la profesión temporal; Instr. Renovationis causam, 22, 11), (c. 649 & 1): hay 
,obligación de suplir las ausencias del noviciado superiores a 15 días e inferiores 
,a tres meses. 
61. Cfr., por ejemplo, MP Causas matrimoniales, IV & 1), 28-111-71 (EV IV, 
-425), (c. 1673, 3.°): se añade la posibilidad de que sea competente el tribunal del 
Jugar en que tiene su domicilio la parte actora; ibid., IV & 1, c), (c. 1673, 4.°): 
para la competencia del tribunal del lugar en el que de hecho hay que recoger 
:la mayor parte de las pruebas, hace falta tan sólo el consentimiento del Vica-
rio judicial del domicilio de la parte demandada; ibid., X, (c. 1686): el documen-
to sobre el que se realiza un proceso documental, no es necesario que sea 
..auténtico, basta que no pueda oponérsele objeción o excepción; ibid., XI, (c. 
1686): se atribuye la competencia para declarar la nulidad en un proceso docu-
mental al Vicario judicial o al juez por éste designado, y no es preciso que sea 
-el Ordinario. 
62. Cfr., por ejemplo, MP Causas matrimoniales, IV & 1, b), 28-111-71 (EV 
IV, 425) . (c. 1673): se suprime el fuero de residencia no precaria (que condujo, 
·en la práctica, a una desprotección del vínculo); ibid., VIII & 1), (c. 1682 & 1): 
la obligación de apelar por parte del defensor del vínculo en la primera sen ten-
,da de nulidad, se convierte en una tramitación ex officio; ibid., VIII & 2), (c. 
,1682 & 2): en la apelación de una sentencia a favor de la nulidad se han de 
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y por último, el tercer bloque de supuestos afectados por la fun-
ción correctora; se trata en este caso de criterios de vigilancia recla-
mados para certificar la autenticidad de la doctrina y de la conducta 
católica. Los casos son múltiples, aunque podrían reunirse en torno a 
determinados requisitos 63 a los que deberían someterse algunas acti-
vidades o instituciones. 
tener en cuenta necesariamente las alegaciones de las partes y no sólo si el 
tribunal lo considera necesario; ibid., VIII & 3), (c. 1684 & 1): el ordinario o 
el mismo juez puede prohibir un nuevo matrimonio por inclusión de un veto 
en la sentencia o decreto de nulidad en el grado de apelación; ibid., X-XIII, 
(c. 1687 & 2): se reconoce explícitamente el derecho a apelar de la parte per-
judicadn en el proceso documental; MP Matrimonia mixta, 9, 31-III-70 (EV III, 
2415), (c. 1127 & 2): para la dispensa de forma canónica en los matrimonios 
mixtos, el Ordinario sólo puede dispensar in singulis casibus (en . realidad éste 
es un requisito de toda dispensa), y previa consulta al Ordinario del lugar en 
que se celebra el matrimonio. 
63. Cfr. por ejemplo, Ratio fundamentalis institutionis sacerdotalis, 21, 6-1-70 
(EV III, 1796), (c. 237 & 2): es necesaria la aprobación de la Santa Sede para la 
erección de seminarios interdiocesanos; Consto Ap. Sapientia Christiana, 26, 
29-IV-79 (EV VI, 1330), (ce. 810 & 1 Y 818): si falta rectitud de doctrina católica 
en los profesores de facultades eclesiásticas, deben ser removidos de su cargo; 
Decr. Ecclesiae pastorum, V, 1), 19-III-75 (EV V, 1203), (c. 832): los miembros 
de institutos religiosos requieren licencia de su superior mayor para publicar 
escritos que se refieran a cuestiones religiosas o de costumbres: ibid., III, 3), 
(c. 826 & 3): se exige la licencia del Ordinario para la publicación de libros 
de oraciones para uso tanto público como privado de los fieles. Compárese 
también, como ejemplo significativo, la inconcreción del Dir. Le motu proprio, 
3-XII-71 (EV IV, 1309), que da normas para, definir como católicas a las organi-
zaciones internacionales, con la taxatividad de los ce. 216, 300, 803 & 3 y 808 para 
establecer el carácter católico de personas jurídicas, asociaciones, escuelas o 
universidades. 
